
 
   

 

 
 

 
 
 

CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

SECCIÓN SEGUNDA –  SUBSECCIÓN A  
 

CONSEJERO PONENTE: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ  
 

Bogotá,  dos (2) de diciembre de dos mil veint iuno (2021)  

 

Referencia:     NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
Radicado:  200012339000201400312 01 (733-2016) 
Demandante :   LASTENIA BERDUGO NARVÁEZ      
Demandado:  NACIÓN –  MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL, FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 
Tema:             prestaciones sociales y pensión de invalidez .  

 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA/LEY 1437 DE 2011  

 

 

ASUNTO 

 

La Sala de la Subsección A, Sección Segunda del Consejo de 

Estado, decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra la sentencia del 12 de noviembre de 2015  

proferida por el Tribunal Administrat ivo del Cesar  que declaró 

probada de of icio la excepción de inepta demanda frente a la 

pretensión de rel iquidación de la primera mesada pensional,  y negó 

las restantes pretensiones. 

 

I .  ANTECEDENTES 

 

1. LA DEMANDA1.  

 

La señora LASTENIA BERDUGO NARVÁEZ, a través de apoderado, 

en ejercicio de medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, instauró demanda en contra de la NACIÓN –  MINISTERIO 

DE EDUCACION NACIONAL, FONDO NACIONAL DE 

                                                           
1 Fo l i os  94  a  103 .   
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PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y el  MUNICIPIO DE 

VALLEDUPAR en procura de obtener el reconocimiento y pago de 

las siguientes declaraciones y condenas:  

 

1.1. Pretensiones  

 

1.1.1. Frente al Municipio de Valledupar2:  

 
Declaraciones:  

 

“DECLARAR la nul idad del acto administrat ivo contenido en la 
Respuesta SAC 2014 PQR-8292 del 26 de mayo de 2014, 
comunicado el día 30 de mayo de 2014 a través de mensajería 
adscrita a la of icina jurídica de dicho municipio, por medio del 
cual el municipio de Valledupar niega reconocer y cancelar los 
MENORES VALORES reconocidos por concepto de AUXILIO 
DE TRANSPORTE, AUXILIO DE ALIMENTACIÓN, 
BONIFICACIÓN ZONA DE DIFÍCIL ACCESO correspondiente a 
los meses de septiembre de 2012 hasta el mes de jul io de 2013; 
la RELIQUIDACIÓN DE LA PRIMERA MESADA PENSIONAL 
aplicándole la tasa de reemplazo del 100% d el últ imo salario 
devengado, conforme al l i teral A del artículo 63 del Decreto 
1848 de 1969 tomando en cuenta el grado de pérdida de 
capacidad laboral padecida de 95.45% y los salarios 
devengados por la exfuncionaria; LA PRIMA DE SERVICIOS, 
PRIMAS O INCREMENTOS ADICIONALES POR ANTIGÜEDAD, 
BONIFICACIÓN POR SERVICIOS PRESTADOS Y LA 
BONIFICACIÓN ESPECIAL POR RECREACIÓN desde el 18 de 
marzo de 2004 hasta el 31 de jul io de 2013.”  
 
Condenas:  
 
PRIMERA: CONDENAR AL MUNICIPIO DE VALLEDUPAR a 
REALIZAR a título de restablecimiento del derecho, Reconocer 
y Cancelar los MENORES VALORES RECONOCIDOS por 
concepto de auxil io de transporte, auxi l io de al imentación, 
bonif icación zona de dif íci l  acceso correspondiente a los meses 
de septiembre de 2012 hasta jul io de 2013.  
 
SEGUNDA: CONDENAR AL MUNICIPIO DE VALLEDUPAR a 
REALIZAR el reconocimiento y pago a títu lo de 
restablecimiento del derecho a realizar la RELIQUIDACIÓN DE 
LA PRIMERA MESADA PENSIONAL a la señora Lastenia 
Berdugo Narváez aplicándole la tasa de remplazo del 100%  del 
últ imo salario devengado, conforme al l i teral A del art ículo 63 
del Decreto 1848 de 1969 tomando en cuenta el grado de 

                                                           
2 La  Sa la  p roc ede  a  s u  t rans c r i pc ión  l i t e ra l  pa ra  m ayor  c l a r i dad .   
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pérdida de la capacidad laboral padecida del 95.45% y los 
salarios devengados por la exfuncionaria.  
 
TERCERA: CONDENAR AL MUNICIPIO DE VALLEDUPAR a 
REALIZAR el reconocimiento y pago de la PRIMA DE 
SERVICIOS, PRIMAS O INCREMENTOS ADICIONALES POR 
ANTIGÜEDAD, BONIFICACIÓN POR SERVICIOS PRESTADOS 
Y LA BONIFICACIÓN ESPECIAL POR RECREACIÓN desde el 
18 de marzo de 2004 hasta el 31 de jul io d e 2013. 
 
CUARTA: CONDENAR AL MUNICIPIO DE VALLEDUPAR a 
REALIZAR la INDEXACIÓN de todos y cada uno de los valores 
a cancelar.  
 
QUINTA: CONDENAR AL MUNICIPIO DE VALLEDUPAR a 
REALIZAR el reconocimiento y pago de los INTERESES 
LEGALES correspondientes.  
 
SEXTA: CONDENAR AL MUNICIPIO DE VALLEDUPAR a 
REALIZAR al reconocimiento y pago de las COSTAS Y 
AGENCIAS en derecho.”    

 
 

1.1.2. Frente a la  Nación –  Ministerio de Educación 

Nacional –  Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio:  

 
Condenas:  
 
PRIMERA:  CONDENAR a la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO a realizar el reconocimiento y 
pago a título de restablecimiento del derecho , de la 
RELIQUIDACIÓN DE LA PRIMERA MESADA PENSIONAL  
reconocida a la señora Lastenia Berdugo Narváez aplicándole 
la tasa de remplazo del 100% del últ imo salario devengado, 
conforme al l i teral A del artículo 63 del Decreto 1848 de 1969 
tomando en cuenta el grado de pérdida de la capacidad laboral 
padecida del 95.45% y los salarios devengados po r la 
exfuncionaria.  
 
SEGUNDA:  CONDENAR a la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO a título de restablecimiento del 
derecho a realizar la INDEXACIÓN  de todos y cada uno de los 
valores a cancelar.  
 
TERCERA:  CONDENAR a la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO a realizar el reconocimiento y 
pago de LOS INTERESES LEGALES CORRESPONDIENTES.  
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CUARTA:  Condenar a reconocer el  pago de las COSTAS Y 
AGENCIAS  en derecho.»  
 

1.2. Fundamentos fácticos 

 

La señora LASTENIA BERDUGO NARVÁEZ fundamentó sus 

pretensiones en los siguientes hechos:   

 

i) .  Ref iere la demanda que la señora Berdugo Narváez v iene 

prestando sus servicios personales al municipio de Valledupar en 

diferentes inst i tuciones educativas  en el grado 1 del escalafón 

nacional docente, desde el 29 de mayo de 1996. 

  

i i ) .  Mediante la Resolución 1198 de 13 de jul io de 2006 , fue 

ascendida al grado 4 del escalafón docente .  

 

i i i ) .  Dentro del periodo comprendido entre sept iembre de 2012 y 

jul io de 2013, a la demandante no le fueron pagadas la total idad de 

las sumas por concepto de auxil io de transporte, auxil io de 

al imentación y bonif icación zona de dif íci l  acceso . 

 

iv).  Mediante Resolución 452 de 2 de octubre de 2013 , la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN, FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO le reconoció la pensión de inval idez.   

 

Para el efecto, tuvo en cuenta el t iempo laborado equivalente a 

3.064 días, 438 semanas en el periodo comprendido entre el 15 -03-

2004 y el 09-04-2013.  

 

Determinó la cuantía de la pensión en $589.500, aplicando para el lo 

una tasa de remplazo equivalente al 54%, sobre un IBL de 

$927.283, efect iva a part ir del 17 de jul io de 2013. La decisión fue 

tomada con fundamento en la cert i f icación médica de cali f icación 
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de pérdida laboral del 95.45% que f i jó como fecha de estructuración 

de invalidez el 01-04-2013. 

 

Consideró que le eran aplicables las disposiciones contenidas en el 

Decreto 3135 de 1968, Decreto 1848 de 1969, Ley 91 de 1989, Ley 

1151 de 2007 y la Ley 1250 de 2008.   

 

v).  Ref iere la demanda que la administración no tomó en cuenta el 

t iempo total de prestación de servic ios , ni los factores constitut ivos 

de salario, ni el grado de escalafón en el que se encontraba la 

demandante para l iquidar la pr imera mesada pensional.   

 

vi).  La administración no le ha pagado a la demandante, a part ir del 

18 de marzo de 2004 hasta el 31 de jul io de 2013 los siguientes 

conceptos:  

- Prima de servicios  

- Prima e incrementos por antigüedad  

- Bonif icación por servic ios prestados 

- Bonif icación especial por recreación  

 

vi i).  El 14 de mayo de 2014 la demandante solicitó al Municipio de 

Valledupar –  Secretaria de Educación el reconocimiento de los 

factores salariales, prestacionales y la rel iquidación de la pr imera 

mesada pensional de inval idez, apl icando la tasa del 100% del 

últ imo salario devengado, acorde con el l i teral a) del art ículo 63 del 

Decreto 1848 de 1969, teniendo en cuenta el grado de pérdida de 

capacidad laboral del 95,45% y la total idad de los salarios 

devengados.  

 

vi i i )  La secretaría de educación del Municipio de Valledupar dio 

respuesta a la petición anterior  mediante  of icio SAC 2014 PQR-

8292 del 26 de mayo de 2014, comunicado el día 30 de mayo de 

2014, por medio del cual  negó el  reconocimiento de  los menores 

valores por concepto de AUXILIO DE TRANSPORTE, AUXILIO DE 
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ALIMENTACIÓN, BONIFICACIÓN ZONA DE DIFÍCIL ACCESO 

correspondiente a los meses de septiembre de 2012 hasta el mes 

de jul io de 2013 y no se pronunció sobre la RELIQUIDACIÓN DE LA 

PRIMERA MESADA PENSIONAL conforme al l i teral A del artículo 

63 del Decreto 1848 de 1969. 

 

1.3 Normas violadas y concepto de violación 3 

 

En la demanda se invocaron como disposiciones vulneradas las 

siguientes:  

 

De orden constitucional :  preámbulo, artículos 1, 2, 6, 13, 25, 29, 

48, 53 y 83. 

De orden legal :  l i teral A del artículo 63 del Decreto 1848 de 1969; 

artículos 45, 46, 49, 59 y 97 del Decreto 1042 de 1978 y 45 del 

Decreto 1045 de 1978.  

 

Al desarrol lar  el concepto de violación  ref iere la demanda que con 

el acto administrat ivo demandado, la Secretaría de Educación del 

municipio de Valledupar  causó un agravio injust i f icado a la 

demandante al aplicar una tasa de remplazo inferior a la que le 

correspondía por concepto de primera mesada pensional ,  toda vez 

que no atendió lo dispuesto en el l i teral  A del  art ículo 63, del 

Decreto 1848 de 1969, en concordancia con el artículo 45 del 

Decreto 1042 de 1978.  

 

Expuso que prestó sus servicios docentes desde el 29 de mayo de 

1996, sin embargo, el municipio omitió tener en cuenta el t iempo 

total laborado para l iquidar la primera mesada pensional,  no incluyó 

todos los factores constitut ivos de salarios, pues  únicamente tuvo 

en cuenta la asignación básica, y tampoco consideró el grado de 

escalafón al que fue ascendida.   

 

                                                           
3 Fo l i os  97  a  100  



   
Rad ic ado :  2000 1233 9000 2 014003 12  01  (7 33 - 2016 )  

Dem andan te :  Las ten ia  Berdugo  Na rvá ez  
 
 
 
 

      
 

7 
 

Calle 12 No. 7-65 – Tel: (57-1) 350-6700 – Bogotá D.C. – Colombia  
www.consejodeestado.gov.co 

 
 

Indicó que la administración tomó el 54% de tasa de remplazo 

cuando debió tomar el 100% del últ imo salario devengado teniendo 

en cuenta el grado de pérdida de capacidad laboral de 95.45%, el lo 

de conformidad con lo dispuesto en el l i tera l A, del art ículo 63, del 

Decreto 1848 de 1969.  

 

Agregó que la administración municipal omit ió pagar la prima de 

servic ios, prima o incrementos adicionales por antigüedad, 

bonif icación por servicios prestados y bonif icación especial por 

recreación en el periodo comprendido entre el 18 de marzo de 2004 

y hasta el 31 de jul io de 2013 .  

 

2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

2.1.  El MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 4,  por intermedio de 

apoderado se opuso a las pretensiones de la demanda. 

 

Af irmó que el  reconocimiento y pago de los derechos prestacionales 

de los docentes corresponde al Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y la entidad terri torial en cabeza de la Secretaría de 

Educación ejecuta las funciones del Fondo, actuando como agente 

del orden nacional.   

 

Aclaró que, si bien la Secretaría de Educación Municipal de 

Valledupar era la competente para recibir y radicar la sol icitud de 

la prestación, así como elaborar el proyecto que resolvió la petición, 

el lo se realizó en representación del Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio y no obl iga o compromete los recursos del 

municipio conforme a las razones expuestas.  

 

Propuso la excepción de falta de legit imación en la causa por pasiva  

por considerar que debió demandarse solo a la NACIÓN- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO DE 

                                                           
4 Fo l i os  131  a  137 .  
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PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, toda vez que es la 

encargada de establecer asignaciones salariales y prestaciones a 

los docentes y el  municipio solamente efectuar los p agos con 

recursos provenientes del Sistema General de Part icipación y por 

lo tanto no es la entidad encargada del reconocimiento y pago de 

la pensión de la demandante.  

 
Respecto a los menores valores reconocidos por concepto de 

auxi l io de transporte, auxi l io de al imentación, bonif icación zona de 

dif íci l  acceso y rel iquidación de la primera mesada pensional 

reclamados por la demandante, insist ió en que sobre el las no existe 

responsabil idad terri torial pues, contrario a lo manifestado en la 

demanda, el munic ipio de Valledupar no se encuentra legit imado 

para responder por dichas pretensiones por no ser la encargada del 

reconocimiento y pago.  

 

Como soporte de su dicho invocó lo dispuesto en el artículo 3 y 5 

de la Ley 91 de 1989, artículo 56 de la Ley 962 de 2005 

reglamentada por el Decreto 2831 de 2005.  

 

2.2. La  NACIÓN -MINISTERIO DE EDUCACIÓN -FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 5 por intermedio de 

apoderado presentó escrito de contestación de la demanda de 

manera extemporánea, por lo que no será tenida en cuenta. 

 

3 .  AUDIENCIA INICIAL 6 

 

El 11 de agosto de 2015, el Tribunal Administrat ivo del Cesar, 

celebró audiencia inicial .   

 

El a quo  advirt ió que en las actuaciones surt idas no se encontraban 

vicios o irregular idades que invalidaran lo  actuado y las partes 

estuvieron de acuerdo con el trámite impart ido  hasta ese momento.   

                                                           
5 Fo l i os  152  a  163 .  
6 Fo l i os  180  a  186  y  CD a  f o l i o  187  
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3.1. Decisión de excepciones previas:  

 

Teniendo en cuenta que la Nación,  Minister io de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones del Magister io contestó 

la demanda de manera extemporánea, solo se pronunció respecto 

de la excepción propuesta por el municipio de Valledupar.  

 

En ese sentido encontró fundada la excepción de falta de 

legit imación en la causa por pasiva, por considerar que la entidad 

terri tor ial  no sería la l lamada a responder por la reclamación 

prestacional ,  como quiera que el art ículo 3 de la Ley 91 de 1989 

que creó el  FOMAG, dispuso que este sería dotado de mecanismos 

regionales que garantizaran la prestación descentral izada de los 

servic ios en cada entidad terri torial ,  sin afectar el principio de 

unidad.  

 

En el caso concreto, la Secretaría de Educación del municipio de 

Valledupar, al expedir el acto administrat ivo demandado, no actuó 

en ejercicio de una competencia propia sino en nombre del FOMAG, 

y por consiguiente, las consecuencias de la negación de los 

derechos invocados no pueden ser atr ibuidas al municipio de 

Valledupar y por ende, ver comprometidos sus recursos para el  

pago de tales prestaciones.  

 

Concluyó que el  municipio no se encuentra legit imado para 

responder por las pretensiones de la demandante al no poseer una 

relación sustancial  con el la y en consecuencia resolvió excluir la 

como parte demandada en el proceso.  

 

La decisión fue notif icada en estrados y las partes no interpusieron 

recursos.  
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3.2. Fijación del l itigio:  

 

En la fase de f i jación del l i t igio se delimitó el problema jurídico en 

los siguientes términos:  

  

« […] lo que se convierte en objeto de debate en el presente 

asunto,  es,  en pr imer lugar,  establecer si  es nulo o no el acto 

administrat ivo contenido en e l Of ic io No. SAC 2014 -PQR-8292 del 

26 de mayo de 2014, suscr i to por el  Secretar io de Educación 

Munic ipal de Val ledupar ” .  

 

 

En caso de ser af irmat iva la premisa anter ior , se deberá 

determinar si  la señora LASTENIA BERDUGO NARVÁEZ t iene 

derecho al reconocimiento y pago de los menores valores 

reconocidos por concepto de auxi l io de t ransporte,  auxi l io de 

al imentación,  boni f icación por zona de dif íc i l  acceso, 

correspondientes a los meses de sept iembre de 2012 hasta el 

mes de jul io de 2013.   

 

Así mismo si es procedente la rel iquidación de la pr imera mesada 

pensional  reconocida a la actora,  apl icándole la tasa de remplazo 

del 100% del úl t imo salar io devengado, conforme al l i teral A del 

ar t ícu lo 63 del Decreto 1848 de 1969, tomando  en cuenta el grado 

de pérdida de capacidad laboral padecida del 95.45% y los 

salar ios devengados por aquel la.  

 

 

De otro lado se deberá establecer ,  s i  t iene derecho al 

reconocimiento y pago de la pr ima de servic ios,  pr ima o 

incrementos adicionales por ant igüedad, bonif icación por 

servic ios prestados y la bonif icación especia l por recreación, 

desde el 18 de marzo de 2004 hasta el 31 de jul io de 2013 . 

 

Por últ imo, s i  es posible real izar la indexación de todos y cada 

uno de los valores a cancelar,  más los intereses legales 

correspondientes,  así como las costas y agencias en derecho. » 

  

La decisión fue avalada por las partes  al manifestarse conformes 

con la decisión.  

 

Tuvo como pruebas las aportadas por la parte demandante y sol icitó 

a la Secretaría de Educación del Municipio de Valledupar copia del 

expediente administrat ivo prestacional de la demandante para que 
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fuera al legado al proceso 7.  

 

4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA8 

 

Mediante sentencia del 12 de noviembre de 2015, e l Tribunal 

Administrat ivo del Cesar, resolvió lo siguiente:  

 

«PRIMERO: DECLARAR probada de of ic io la excepción de “ inepta 

demanda” respecto a las pretensiones relacionadas con la 

rel iquidación de la pr imera mesada pensional,  de conformidad 

con el l i teral A del ar t ícu lo 63 del Decreto 1848 de 1969, y los  

menores valores reconocidos a la actora por concepto de auxi l io 

de t ransporte por las razones expuestas en precedencia.  

 

SEGUNDO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, de 

conformidad con los argumentos esgr imidos en la parte mot iva de 

esta proveído.  

 

TERCERO: CONDENAR en costas a la parte actora. Por 

Secretaría una vez ejecutor iada la sentencia,  se l iquidarán.  

 

CUARTO: En f irme esta sentencia,  archívese e l expediente.» 9 

 

Como argumentos de su decisión, consideró lo siguiente :  

 

( i).  Sostuvo que, en lo concerniente a la pretensión relacionada con 

la rel iquidación de la primera mesada pensional –aplicando la tasa 

de remplazo del 100% del últ imo salar io devengado  de conformidad 

con el l i teral A del  artículo 63 del Decreto 1848 de 1969,  tomando 

en cuenta el grado de pérdida de capacidad de la demandante – ,  así 

como el reconocimiento de los menores valores reconocidos a la 

misma por concepto de auxil io de transporte, no fueron objeto de 

pronunciamiento por parte de la Secretaría de Educación municipal 

en el Of icio SAC 2014 PQR-8292 de 26 de mayo.    

 

                                                           
7 Cuader no  2  f o l i os  276  a  247 .  
8 Fo l i os  578  a  594 .  
9 Fo l i o  594 .  
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( i i ) .  Aunque dichas pretensiones fueron solicitadas a la secretaria 

de educación del Municipio de Val ledupar en la petición de 14 de 

mayo de 2014, no puede af irmarse que fueron negadas « pues sabido 

es,  que para acudir  a la jur isdicc ión se requiere que exista una decis ión 

def ini t iva que sea suscept ible de co ntro l judicial»10,  y en la demanda 

no fue solicitada la nulidad del acto ficto o presunto  resultante del 

si lencio administrat ivo en relación con tales pretensiones,  o algún 

otro acto administrat ivo que haya dado respuesta a las mismas, por 

lo que no es posible realizar un análisis de legalidad ya que no 

existe una decisión administrat iva que nuli tar .   

 

Por lo anterior, de manera of iciosa, declaró probada la excepción 

de ineptitud sustantiva de la demanda de manera parcial .  

 

( i i i ) .  Una vez excluidas las pretensiones que no fueron objeto de 

pronunciamiento administrat ivo, el Tribunal se adentró en la 

necesidad de determinar claramente en qué consist ió la violación 

por parte de la demandada.  

 

Indicó que, con base en jurisprudencia de la Corte Constitucional y 

del Consejo de Estado, la demanda no contenía un concepto de 

violación adecuado «pues sólo se l imitó el l ibelo a indicar los art ícu los 

const i tucionales y legales que consideraba quebrantados, s in real izar la  

conf rontación requer ida en la ley para que el juzgados anal ice la 

legal idad o no de los actos demandados »11.   

 

Según el Tribunal, no era posible hacer una confrontación entre las 

normas señaladas como transgredidas  y el acto acusado al no haber 

delimitado el marco necesario para realizar el juicio de valor –el 

concepto de violación–  de cara a la declaratoria de nulidad del 

of icio SAC2014 PQR-8292 de 26 de mayo de 2014.  

 

                                                           
10 Fo l i o  587 .  
11 Fo l i o  592 .  



   
Rad ic ado :  2000 1233 9000 2 014003 12  01  (7 33 - 2016 )  

Dem andan te :  Las ten ia  Berdugo  Na rvá ez  
 
 
 
 

      
 

13 
 

Calle 12 No. 7-65 – Tel: (57-1) 350-6700 – Bogotá D.C. – Colombia  
www.consejodeestado.gov.co 

 
 

Consideró que, realizar un examen por fuera del marco de la 

demanda constituye una afrenta al derecho de defensa pues, « la 

parte demandada  acude en su defensa en torno a los planteamientos del  

l ibe lo,  que son los que se apresta a controvert ir  y,  en ese orden, 

resultar ía sorprendida por una decisión que se ext iende a cuest iones no 

expuestas en la cont ienda inic ial  y f rente a los cuales nada pudo alegar 

en su oportunidad, como quiera que es solo en el momento del fal lo 

cuando se centra la  controversia en punto a ese nuevo planteamiento, 

surg ido del examen de normas o concepto de vio lación no invocados .»12  

 

Con base en el lo, encontró que, «[…] no hay lugar a real izar el 

respect ivo anál is is jur íd ico de legal idad sobre el of ic io en comento, 

eximiéndose el fal lador de pronunciarse de fondo .»   

 

Finalmente, condenó en costas a la parte demandante.  

 

5. EL RECURSO DE APELACIÓN 13 

 

La parte demandante  presentó recurso de apelación , en contra de 

la decisión y sol icitó revocar la sentencia impugnada y por 

consiguiente acceder a las súplicas de la demanda con fundamento 

en los siguientes argumentos:  

 

( i).  Adujo que la respuesta incompleta que dio la administración a 

la petición  del 14 de mayo de 2014 no da lugar a la existencia de 

un acto f icto, pues de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 83 del 

CPACA, en concordancia con la jurisprudencia emanada del 

Consejo de Estado, la teoría del si lencio administrat ivo se ref iere 

en primer lugar a la ausencia de respuesta total dentro del término 

para dar respuesta y en segundo lugar, al si lencio que ocurre una 

vez interpuestos los recursos de ley.  

 

                                                           
12 Fo l i o  593 .  
13 Fo l i os  601  a  604 .   
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( i i ) .  Dicho de otro modo, si en un mismo escrito se formulan var ias 

peticiones y la administración responde de manera incompleta se 

está ante la violación del derecho de petición y una posible falta 

discipl inaria del funcionario responsable , pero no es predicable la 

conf iguración del si lencio administrat ivo o lo que denominó «teoría 

del f raccionamiento del acto administrat ivo», sino que, la respuesta 

da lugar al  «englobamiento» del acto administrat ivo , es decir,  que 

la manifestación de la voluntad de la administración queda 

contenida en un solo acto pues la administración «[…]deja entrever  

que su intención es responder negat ivamente a todas las p retensiones 

contenidas en la pet ic ión inic ial .» .  

 

( i i i ) .  La sentencia no tuvo en cuenta la manifestación de la 

administración al no tomar decisión alguna f rente a las pretensiones 

formuladas, toda vez que negó la prima de servic ios al manifestar 

que no procedía el reconocimiento retroactivo; respecto a la 

bonif icación de dif íci l  acceso, di jo que no era viable; respecto a la 

bonif icación por servicios prestados y a los 2 días de recreación 

af irmó que no se encontraban contemplados para los docentes; a la 

prima de antigüedad, manifestó que le había enviado la l iquidación 

respectiva a la secretaría de hacienda para que efectúe a través de 

la Fiduciaria los pagos respectivos y sobre la prima de al i mentación 

adujo que solo t ienen derecho los docentes que devenguen menos 

de $1.360.098.  

 

Ref ir ió que, ni en la audiencia inicial ni en la  audiencia de pruebas 

se advirt ió alguna irregularidad que inval idara lo actuado al cumplir 

con los requisitos procesa les para resolver el  fondo del asunto, por 

lo que, correspondía verif icar s i el acto demandado estaba acorde 

con las normas que regulan la materia.  

 

( iv).  Finalmente, expresó su inconformidad respecto a la valoración 

que hizo el a quo del acápite denominado «concepto de violación» 

de la demanda, y remit ió al contenido  íntegro de la demanda 

(especialmente fol ios 97 a 99) a f in de verif icar si se efectuó o no 
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la confrontación entre el acto administrat ivo demandado y las 

normas violadas, pues si bien no reiteró lo dicho en el acápite de 

fundamentos de derecho si fue ron esbozadas las razones en las 

que consist ía la mentada violación . 

 

6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

6.1.  La NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN –  FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

presentó escrito obrante a fol io 623, sin embargo, se observa que 

la abogada no al legó poder dentro del presente proceso y por lo 

tanto no fue reconocida, razón  por la cual el escrito no será tenido 

en cuenta. 

 

6.2.  La parte demandante  guardó si lencio.  

 

7.  MINISTERIO PÚBLICO   

 

El Ministerio Público  no se pronunció según consta a fol io 629.  

 

 

I I .  CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia  

 

De conformidad con lo dispuesto en el art ículo 150 del Código de 

Procedimiento Administrat ivo y de lo Contencioso Administrat ivo 14,  

el Consejo de Estado es competente para resolver el recurso de 

apelación interpuesto.  

 

Asimismo, conforme a lo dispuesto en el artículo 32815 del Código 

                                                           
14«E l  Cons e jo  de  Es tado ,  en  Sa la  de  l o  Co n tenc ios o  Adm in is t ra t i vo  c onoc erá  en  s egunda  

i ns tanc ia  de  l as  ape lac ion es  de  l as  s en tenc ias  d i c t adas  en  p r im era  i ns tanc ia  po r  l os  t r i buna l es  
adm in i s t ra t i vos  y  de  l as  ape lac iones  de  au tos  s us cep t i b l es  de  es te  m ed io  de  im pugnac ión ,  
as í  c om o de  l os  rec u rs os  de  que ja  c uando  no  s e  c onc eda  e l  de  ape lac ión  po r  pa r t e  de  l os  
t r i buna les ,  o  s e  c onc eda  en  un  e fec to  d i s t i n t o  de l  que  c o r r es ponda ,  o  no  s e  c onc edan  l os  
e xt rao rd ina r i os  de  re v i s i ón  o  de  un i f i c ac ión  de  j u r i s p rude nc ia . […] »  
15«ARTÍCULO 328 .  COMPETENCIA  DEL SUPERIOR.  E l  j uez  de  s egunda  i ns tanc ia  deberá  
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General del Proceso, la competencia del juez de segunda instancia 

está circunscrita a los argumentos expuestos por el apelante. No 

obstante, en caso de que ambas partes hayan apelado la sentencia, 

el superior resolverá sin l imitaciones.  

 

En el presente caso, la parte demandante  es único apelante, razón 

por la cual la competencia de la Sala de Subsección se encuentra 

l imitada por el objeto mismo del recurso, cuyo marco está def inido 

por el juicio de reproche esbozado en la apelación.  

 

2. Problemas jurídicos  

 

Acorde con los planteamientos del recurso de apelación, le 

corresponde a la Sala resolver los s iguientes interrogantes:  

 

✓  ¿Se conf iguró la excepción de inepta demanda como lo 

consideró el a quo? 

✓  ¿La demanda cuenta con el concepto de violación que le 

permita a la Sala efectuar la confrontación  requerida para el 

análisis de legal idad del acto acusado?  

✓  ¿Le asiste derecho a la demandante al reconocimiento de los 

siguientes emolumentos: PRIMA DE SERVICIOS, PRIMAS O 

INCREMENTOS ADICIONALES POR ANTIGÜEDAD, 

BONIFICACIÓN POR SERVICIOS PRESTADOS Y LA 

BONIFICACIÓN ESPECIAL POR RECREACIÓN desde el 18 

de marzo de 2004 hasta el 31 de jul io de 2013?  

✓  ¿La demandante t iene derecho a l reconocimiento de los 

factores salariales de AUXILIO DE TRANSPORTE, AUXILIO 

DE ALIMENTACIÓN, BONIFICACIÓN ZONA DE DIFÍCIL 

                                                           
pronu nc ia rs e  s o lam en te  sob re  l os  a rgum en tos  expu es tos  po r  e l  ape la n te ,  s i n  pe r j u i c i o  de  l as  
dec i s i ones  que  deba  ado p ta r  de  o f i c i o ,  en  l os  c as o s  p rev i s t os  po r  l a  l ey .  
S in  em bargo ,  c uando  am bas  pa r t es  hayan  ape lado  t oda  l a  s en tenc ia  o  l a  que  no  ape ló  hub ie re  
adher i do  a l  rec u rs o ,  e l  s uper i o r  res o l ve rá  s i n  l im i t ac iones .  
En  l a  ape lac ión  de  au tos ,  e l  s uper i o r  s ó lo  t e nd rá  c om pe tenc ia  pa ra  t ram i ta r  y  dec id i r  e l  
rec u rs o ,  c ondenar  en  c os tas  y  o rdena r  c op ias .  
E l  j uez  no  podrá  hac e r  m ás  des favo rab l e  l a  s i t uac ión  de l  ape lan te  ún i c o ,  s a l vo  que ,  en  razón  
de  l a  m od i f i c ac ión  f ue ra  i nd i s pens ab le  re f o rm ar  pun t os  ín t im am ente  re l ac ionados  c on  e l l a .  
En  e l  t rám i t e  de  l a  ape lac i ón  no  s e  p odr án  p rom over  i nc i den tes ,  s a l vo  e l  de  re c us ac ión .  Las  
nu l i dades  p r oc es a les  deberán  a leg a rs e  du ra n te  l a  au d ienc ia . »  
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ACCESO correspondiente a los meses de septiembre de 2012 

hasta el mes de jul io de 2013, y si como consecuencia de el lo, 

hay lugar a la rel iquidación de la pensión de invalidez en su 

primera mesada, en aplicación del l i teral A del artículo 63 del 

Decreto 1848 de 1969?  

 

3.   Análisis del caso concreto 

 

Como motivo de apelación, la parte demandante (i) reputó de 

desacertada la decisión del Tribunal al considerar que la respuesta 

incompleta a una petición por parte de la administración daría lugar 

al surgimiento de un nuevo acto administrat ivo atacable en sede 

jurisdiccional y sobre el cual debió haber sol icitado que se 

declarara el acto f icto o presunto negativo , ( i i )  manifestó que no se 

tuvo en cuenta la manifestación de la administración al negar las 

pretensiones y no tomar decisión alguna frente a las pretensiones 

formuladas y no contestadas que se entienden también negadas , 

( i i i )  expresó su inconformidad respecto a la valoración que hizo el 

a quo  del acápite denominado «concepto de violación» en el escrito 

de demanda, pues si bien no reiteró lo dicho en el capítulo de 

fundamentos de derecho, si fueron esbozadas las razones en las 

que consist ía la mentada violación , es decir que sí efectuó la 

confrontación entre el acto administrat ivo demandado y las normas 

violadas. 

 

Por su parte, el Tribunal, en lo concerniente a la pretensión 

relacionada con la rel iquidación de la primera mesada pensional –

aplicando la tasa de remplazo del 100% del últ imo salario 

devengado de conformidad con el l i teral A del art ículo 63 del 

Decreto 1848 de 1969, tomando en cuenta el grado de pérdida de 

capacidad de la demandante– ,  así como el reconocimiento de los 

menores valores reconocidos a la misma por concepto de auxil io de 

transporte, consideró que no fueron objeto de pronunciamiento por 

parte de la Secretaría de Educación municipal en el Of icio SAC 
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2014 PQR-8292 de 26 de mayo y no se demandó la nulidad del acto 

ficto o presunto  resultante del si lencio administrat ivo en relación 

con tales pretensiones, por lo que concluyó que no era posible 

realizar un análisis de legalidad ya que no existe una decisión 

administrat iva que nuli tar.  En ese orden, de manera of iciosa, 

declaró probada la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda 

de manera parcial.  

 

De otra parte, indicó que la demanda no contenía un concepto de 

violación adecuado que permit iera realizar la  confrontación entre 

las normas señaladas como transgredidas y el acto acu sado y en 

consecuencia, sostuvo que, «[…] no hay lugar a real izar e l  respect ivo 

anál is is jur íd ico de legal idad sobre el of ic io en comento,  eximiéndose e l  

fal lador de pronunciarse de fondo.»   

 

Para resolver la controversia, la Sala tendrá en cuenta el acervo 

probatorio al legado al proceso, cuya presunción de autenticidad no 

fue desvirtuada por las partes, el cual le permite tener por 

acreditados los siguientes hechos relevantes:  

 

3.1. Hechos demostrados:  

 

a) Petición presentada el 14 de marzo de 2014 por la señora 

Lastenia Berdugo Narváez, a través de apoderado judicial,  ante 

la Secretaria de Educación del Municipio de Valledupar en la 

cual sol icitó (i)el reconocimiento y pago de los menores valores 

reconocidos por concepto de auxil io  de transporte, auxil io de 

al imentación y bonif icación por zona de dif íci l  acceso, (i i) la 

rel iquidación de la primera mesada pensional reconocida, 

aplicándole la tasa de reemplazo del 100% del últ imo salario 

devengado, y (i i i)el reconocimiento de la prima de servic ios, 

prima o incrementos adicionales por antigüedad, bonif icación 

por servic ios prestados y la bonif icación especial por recreación 

(fol ios 2 a 8).   
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b) Acto demandado. Of icio SAC 2014 PQR de 26 de mayo de 

2014, por el cual,  el Secretario de Educación del Municipio de 

Valledupar dio respuesta  negativa a la petición anterior y 

guardó si lencio f rente a la sol icitud de rel iquidación pensional 

(fol ios 73 y 74).  

 

c)  Cert i f icaciones de 11 de noviembre de 2009, suscritas por el 

Coordinador de Educación Rural  y  el Director de Núcleo 

Educativo 08 del Municipio de Valledupar que da cuenta  que 

la demandante laboró en la Inst i tución Educativa  Virgen del 

Camen de la Mesa, así:  (Folios 10)  

 

-  17 de jul io a 17 de octubre de 2000  

-  14 de noviembre a 23 de diciembre de 2000  

-  26 de junio a 25 de septiembre de 2001  

-  1 de octubre a 21 de diciembre de 2001  

 

Sin embargo, dentro del proceso, no se muestran acreditados 

los actos de nombramiento de  dichas vinculaciones.  

 

Adicionalmente se cert i f ican los siguientes t iempos laborados 

en la Inst i tución Educativa Antonio Enrique Díaz Mart ínez de 

Badil lo:  (Fol io 11) 

 

-  11 de abri l  a 12 de jul io de 2002  

-  22 de jul io a 29 de noviembre de 2002  

-  28 de abri l  a 30 de noviembre de 2003  

Sin embargo, dentro del proceso, no se muestran acreditados los 

actos de nombramiento de tales vinculaciones.  

Y en los siguientes periodos:  

-  18 de marzo 2004 a 19 de noviembre de 2007  (vinculación 

legal y reglamentaria , nombramiento en provis ionalidad )  

-  26 de noviembre de 2007 a 7 de enero de 2009 (nombramiento 
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en provis ionalidad) .  

Dichas vinculaciones están soportadas en el Formato Único 

para la expedición del cert i f icado  de historia laboral expedido 

por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

(f .  200).  

 

d) Constancia de 10 de agosto de 2011 suscrita por el  

Profesional Universitar io de la Secretar ía de Educación 

Municipal de Valledupar, respecto al t iempo de servicio 

prestado por la señora Lastenia Berdugo Narváez  como 

docente de aula en calidad de provis ional  del 2 de septiembre 

de 2010 al 10 de agosto de 2011, total 343 días (fol io 13).  

 

e) Resolución 001198 de 13 de jul io de 2006, por la cual se 

asciende al grado 4 del Escalafón Nacional Docente a la 

demandante (Folios 14 y 15).  

 

f ) Formulario de dictamen para la cal if icación de la pérdida de 

capacidad laboral y determinación de invalidez, 

correspondiente a la señora Lastenia Berdugo Narváez (fol ios 

16 a 18). 

 

g) Resolución 001151 de 26 de abri l  de 2013, por la cual,  el 

secretario de educación municipal de Valledupar ret iró del 

servic io act ivo a la señora Lastenia Berdugo Narváez  por 

pérdida de la capacidad laboral en un 95.45% según dictamen 

de medicina laboral de  1 de abri l  de 2013 (fol io 19).  

 

h) Resolución 0452 de 2 de octubre de 2013, por la cual el 

secretario de educación municipal de Valledupar , en 

representación del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales  

del Magisterio ,  en ejercic io de las facultades conferidas por 

el art ículo 56 de la Ley 962 de 2005 y decreto 2831 de 2005, 

ordenó el reconocimiento y pago de una pensión mensual de 

invalidez a la demandante (Folios 20 y 21).  
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i )  Constancia de 11 de septiembre, suscrita por el Profesional 

Universitario de la Secretaria de Educación Municipal de 

Valledupar, sobre los conceptos y valores salariales 

cancelados a la demandante (fol ios 22 y 23).  

 

j)  Comprobantes de pago de la demandante (fol ios 24 a 35).  

 

k)  Sentencia de 20 de marzo  de 2013, proferida por el Consejo 

de Estado, a través de la cual ordenó el reconocimiento y pago 

de las prestaciones correspondientes a la labor desempeñada 

por la demandante, entre otros docentes del Departamento de 

Cesar, así mismo que el t iempo laborado por contrato de 

prestación de servicios, de manera interrumpida, entre agosto 

de 1999 a noviembre de 2002, se computaría para efectos 

pensionales (fol ios 36 a 71).   

 

l )    Of icio de 24 de agosto de 2015, por el cual el secretario de 

educación Municipal de Va lledupar remite al proceso 

fotocopia de la Hoja de vida de la demandante (fol ios 189 a 

547).  

 

De las pruebas referidas se destaca que, con el municipio de 

Valledupar, la docente demostró vinculación legal y 

reglamentaria,  mediante nombramientos en provis ionalidad 

desde 2004, así:  Resoluciones 505 de 15 de marzo de 2004, 

2146 de 26 de enero de 2007, 204 de 5 de febrero de 2009 y 

1984 de 1 de septiembre de 2010, expedidas por el alcalde de 

Valledupar, según las cert i f icaciones y el formato único para 

la expedición del cert i f icado de historia laboral al legado al 

fol io 200, no obstante que la demandante af irma en los hechos 

de la demanda que está vinculada desde 1996 sin que dicha 

manifestación cuente con el  respaldo probatorio  en el 

expediente. 
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3.2. Análisis sustancial  

 

3.2.1.¿Se configuró la excepción de inepta demanda como lo 

consideró el a quo? 

 

Para resolver, recuerda la Sala que  la «demanda en forma»  se 

encuentra regulada en los numerales 2º y 4º del artículo 162 de la 

Ley 1437 de 2011, preceptos que disponen que toda demanda 

deberá dir igirse a quien sea competente y deberá contener los 

requisitos al l í dispuestos, entre los cuales se encuentra el at in ente 

a que  «[…] se pretenda, expresado con precisión y clar idad […]» ,  

indicando las normas violadas y expl icando el concepto de 

violación.  

 

En el presente caso, el juez de primera instancia  declaró la inepta 

demanda frente a la pretensión de rel iquidación de la primera 

mesada pensional, de conformidad con el l i teral a) del artículo 63 

del decreto 14848 de 1969 y los menores valores reconocidos a la 

actora por concepto de auxil io de transporte, al considerar que no 

se demandó el acto f icto derivado de la falta de respuesta f rente a 

dicha pretensión.  

 

Al respecto esta Subsección recordó que en pronunciamientos 

anteriores se ha hecho alusión a esta f igura como si se tratara de 

una excepción previa o causal de rechazo de l a demanda y en 

últ imas, como sustento de decisiones inhibitorias, lo cual constituye 

una imprecisión16.    

  

Ello, toda vez que solo es viable proponer y declarar próspera la 

excepción previa de «ineptitud de la demanda por la falta de 

cualquiera de los requ isitos formales» o «por la indebida 

                                                           
16 Consejo  de Es tado,  Sala  de lo Contenc ioso Admin is t ra t ivo,  Secc ión Segunda,  
Subsecc ión A,  prov idenc ia de 21 de abr i l  de 2016,  rad icado:  47-001-23-33-
000-2013-00171-01 (1416-2014) .  
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acumulación de pretensiones»  y en relación con otras situaciones, 

se debe acudir a las demás excepciones previas,  reguladas en el 

artículo 100 del Código General del Proceso, sin que haya vocación 

para realizar una denominación en términos diferentes a los 

señalados por la ley.   

  

Así mismo, se recalcó que al encontrarse otras falencias que otrora 

han servido como sustento para la declaratoria de una  «ineptitud 

sustantiva de la demanda»,  en lugar de acudir a esa denominac ión, 

se deben ut i l izar las herramientas que los estatutos procesales 

prevén para tal  efecto, tal como se analizó extensamente en el auto 

en cita, esto es, aquellos mecanismos de saneamiento como por 

ejemplo ordenar corregir la demanda o dejar sin efecto el  auto 

admisorio para proceder al rechazo de la misma en atención a la 

causal legalmente prescrita para el efecto.   

  

El tr ibunal declaró probada la excepción de inepta 

demanda respecto de las pretensiones relacionadas con la 

rel iquidación de la primera mesada pensional y los menores valores 

reconocidos a la actora por concepto de auxi l io de transporte , al 

considerar que «no fueron objeto de pronunciamiento por la secretar ia 

de educación municipal de Val ledupar en el of ic io SAC 2014 PQR –  8292 

de fecha 26 de mayo de 2014 (acto acusado).  Si bien es cier to,  dichas 

cuest iones fueron sol ic i tadas en la pet ic ión in ic ia l  que dio or igen al acto 

acusado, el lo no es óbice para que la parte actora considere que le 

fueron negadas, como lo sost iene equivocadamente el l ibe lo introductor;  

pues sabido es,  que para acudir  a la jur isdicción se requiere que exista 

una decis ión def in i t iva que sea suscept ible de control judic ial .   Y en el  

sub l i te no se avizora que en la demanda se haya sol ic i tado la nul idad 

del acto f icto o presunto,  resultante del s i lenc io administrat ivo  de la  

ent idad en re lac ión a dichas pretensiones; o a lgún otro acto 

administrat ivo donde se haya dado respuesta alguna a las mismas, para 

efectos de poder real izar un anál is is de legal idad de el lo,  atendiendo los  

argumentos otorgados por la administración.  En consecuencia,  no es 

posib le entrar a estudiar s i  la demandante t iene o no derecho a que le 
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sean reconocidas ta les pet ic iones, toda vez que en el evento que el lo 

sea procedente,  no exist irá decis ión administra t iva que nul i tar .»  

 

Al respecto,  la Sala observa la falta de acierto del Tribunal al 

declarar la excepción de inepta demanda, pues en el presente caso 

no concurre ninguna de las causas que conf iguran esta excepción,  

debido a que la demanda no adolece de ninguno de los requisitos 

formales, ni tampoco se presentó una indebida acumulación de 

pretensiones como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta 

Corporación  en relación con este medio exceptivo , pues la parte 

actora individualizó con toda precisión el acto administrat ivo cuya 

nulidad pretende y la demanda se ajustó a los requisitos formales 

para su admisión. 

 

En cuanto a la aparente conf iguración de un acto f icto por el hecho 

de no haberse dado una respuesta completa a la petición del 14 de 

mayo de 2014, debe aclarar la sala que, el art ículo 83 del CPACA 

previó la ocurrencia de este inst i tuto  en los casos en que la 

administración  guarda si lencio f rente a una petición, sin que se 

haya notif icado decisión que la resuelve dentro de los 3 meses 

contados a part ir de su presentación, supuesto fáct ico que no 

ocurrió en  el sub l i te ,  pues es claro que la entidad accionada se 

pronunció expresamente, a través del of icio  de 26 de mayo de 

2014. 

 

Ahora, f rente a la petición de rel iquidación pensional  de la primera 

mesada pensional y los menores valores reconocidos por concepto 

de auxil io de transporte, la entidad no se pronunció , pero tal 

omisión no constituye autónomamente un acto f icto , pues lo que 

conf igura es una omisión al artículo 42 del CPACA que señala: «la 

decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido 

oportunamente planteadas dentro de la actuación por el peticionario 

y por los terceros reconocidos», aspecto  que puede ser evaluado 

por el fal lador, según las part icularidades del caso y las 

pretensiones del medio de control ,  dado que lo que la norma 
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sanciona como si lencio administrat ivo negativo es la ausencia  u 

omisión de respuesta, conducta que también puede dar lugar a la 

conf iguración de faltas discipl inar ias, al tenor de los previsto en los 

artículos 23, 27, 35 y 48 de la Ley 734 de 2002.  

 

Es así como en el presente caso no  pudo conf igurarse un acto f icto  

pues la existencia de la respuesta contenida en el of icio demandado 

es en sí misma constitut iva de una respuesta expresa f rente a la 

petición del 14 de mayo de 2014, en tal sentido,  no le asiste razón 

al Tribunal al considerar que se configuró la excepción de inepta 

demanda,  e inhibirse de resolver de fondo las pretensiones 

aludidas. 

 

En criterio de la Sala, el acto administrat ivo demandado en el sub 

judice ,  es susceptible de ser controvert ido jur isdiccionalmente, a 

través del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho y aunque en este no se dio respuesta a la total idad de las 

pretensiones, no es posible deprecar la existencia de otro acto f i cto 

autónomo, sino que debe entenderse que la entidad, al no resolver 

un punto part icular, perdió el privi legio de la decisión previa, s in 

que el lo traiga como consecuencia que dicho acto no pueda ser 

susceptible de ser enjuiciado.  

 

La postura asumida por el  a quo a  través de dicha decisión, lesiona 

el derecho de acceso a la administración de just icia previsto  en el 

artículo 229 de la constitución polít ica, el Estado «[…] garantiza el  

derecho de toda persona para acceder a la administración de 

just icia […]»,  últ imo que se ha concebido como fundamental en la 

medida en que,  a través de él,  se satisface una necesidad ínsita al 

ser humano, cual es encontrar una solución pacíf ica, equitat iva y 

ajustada respecto de las desavenencias y conf l ictos que puedan 

suscitarse en la vida en sociedad. Ello explica la relación directa 

que existe entre aquel y la just ic ia como valor esencial,  consagrado 

desde el mismo preámbulo  de la Constitución Polít ica.   
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En diferentes sentencias, la Corte Constitucional ha reconocido e l 

carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata que 

ostenta el de acceso a la administración de just icia, además de su 

ínt ima conexión con el derecho al debido proceso. Sobre el 

part icular, dicha Corporación señaló en sentencia C -279 de 201317:   

 

Es así como la interpretación de las reglas procesales debe  permit ir 

la realización, en la mayor medida posible, del derecho de acceso 

a la administración de just icia en sentido material,  principio que se 

encuentra consagrado en el art ículo  229 de la Const itución Polít ica 

y en el  art ículo 25 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, últ imo cuyo tenor l i tera l  prevé:  

  
«[…] Art ículo 25.  Protección Judic ia l   
1. Toda persona t iene derecho a un recurso senci l lo y rápido o a 
cualquier otro recurso efect ivo  ante los jueces o t r ibunales 
competentes,  que la ampare contra actos que vio len sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Const i tución,  la ley o la presente 
Convención,  aun cuando tal v io lación sea comet ida por personas que 
actúen en ejercic io de sus funciones of ic iales.   
2. Los Estados Partes se comprometen:   
a) a garant izar que la autor idad competente prevista por el sistema 
legal del Estado decidirá sobre los derechos  de toda persona que 
interponga tal recurso;   
b) a desarrol lar  las posib i l idades de  recurso judicial ,  y   
c) a garant izar el cumplimiento,  por las autor idades competentes,  de 
toda decis ión en que se haya est imado procedente e l recurso 
[…]»  (Resaltado de la Sala)   

  

Respecto a dicho principio, esta Corporación ha señalado:   
  

« […]  Bien sea entendido como norma de mayor peso o importancia 
o como un mandato de opt imización,  es claro que el rol  que 
desempeña un pr incipio,  como lo es el del acceso a la administración 
de just ic ia,  consiste en servir  de cr i ter io de 
interpretación adecuadora de las reglas que desarrol lan el 
pr incip io 1 3 ,  lo que implica que el Juez debe tomar part ido,  en el 
ejercic io interpretat ivo,  por la norma jur ídica que en la mayor medida 

                                                           
17 « […]  E l  de rec ho  a  l a  adm in i s t rac ión  de  j us t i c i a   t am bién  l l am ado  de rec ho  a  l a  t u t e l a  j ud i c i a l  
e f ec t i va  s e ha  de f i n i do  c om o “ l a  pos ib i l i dad  rec onoc ida  a  t odas  l as  pe rs onas  res iden tes  en 
Co lom b ia  de  poder  ac ud i r  en  c ond i c i ones  de  i gua ldad  an te  l os  j uec es  y  t r i buna les  de  j us t i c i a ,  
pa ra  p rop ugna r  po r  l a  i n t eg r i da d  de l  o rden  j u r í d i c o  y  po r  l a  deb ida  p ro tec c ión  o  e l  
res tab lec im ien to  de  s us  de rec hos  e  i n t e res es  leg í t im os ,  c on  es t r i c t a  su jec ión  a  l os  
p roc ed im ien tos  p rev iam en te  es tab lec idos  y  c on p lena  obs e rvanc ia  de  l as  ga ran t ías  
s us tanc ia l es  y  p roc ed im en ta les  p rev i s t as  en  l as  l eyes ” .  Es te  de rec ho  c ons t i t uye  un  p i l a r  
f undam en ta l  de l  Es tado  Soc ia l  de  Derec ho  y  un  d e rec ho  f undam enta l  de  ap l i c ac ión  i nm ed ia ta ,  

que  f o rm a  pa r t e  de l  núc leo  es enc ia l  de l  deb ido  p r oc es o  […] » .   
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desarrol le e l pr incip io que le sirve de base  y,  en dado caso, imponer 
su prescr ipción sobre  las demás, de manera que se  deba atender de 
manera preferente al mandato de acción u omisión que se der ive del  
pr incip io f rente a la regla;  de esta manera se garant iza la vigencia 
del pr inc ipio a t ravés del resto de las normas producidas en el 
s istema jur ídico […]18». (Subrayas de la Sala)    

 
 
   
Part iendo de los l ineamientos jurisprudenciales reseñados en 

párrafos anteriores, la Sala concluye que no se conf iguró la 

excepción de inepta demanda y por lo tanto, la decisión contenida 

en el numeral primero de la sentencia apelada deberá ser revocada 

para en su lugar,  emit ir un pronunciamiento de fondo sobre las 

pretensiones en comento. 

 

3.2.2.¿La demanda cuenta con el concepto de violación que le 

permita a la Sala efectuar la confrontación  requerida para el 

análisis de legalidad del acto acusado?  

 

La demanda en el acápite de concepto de violación, expresó lo 

siguiente: «El municipio de Val ledupar,  al  no apl icar e l contenido del 

l i teral a del ar t ículo 63 del Decreto  1848 de 1969, en concordancia con 

el ar t ículo 45 del Decreto 1045 de 1978, causó un agravio injust i f icado 

a mi poderdante, puesto que apl icó un porcentaje o tasa de reemplazo 

infer ior  al  que realmente correspondía por concepto de la pr imera 

mesada pensional.  Además pese a benef ic iarse de los servic ios 

personales prestados por la actora se abstuvo de cancelar en forma 

completa sus prestaciones sociales a que tenía derecho la actora,  con 

ocasión del servic io personal por el la prestado.»  

 

En cuanto a las normas violadas, invocó los art ículos 1, 2, 6, 13, 

25, 29, 48, 53 y 83 de la Constitución, el l i teral a) del artículo 63 

del decreto 1848 de 1969, los artículos 45, 46, 49, 59 y 97 del 

decreto 1042 de 1978 y el art ículo 45 del decreto 1045 de 1978.  

 

                                                           
18 Consejo de Estado.  Secc ión Tercera.  Sala Plena.  Proveído de l  22 de octubre  
de 2015.  Rad.  54001-23-31-000-2002-01809-01(42523)  A.   
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Para la Sala, contrario a lo af irmado por el Tribunal, la demandante 

expuso con clar idad y certeza el concepto de violación que 

pretende hacer valer. En efecto, la parte actora dir ige su  demanda 

en contra del Of icio SAC 2014 PQR de 26 de mayo de 2014, por el 

cual,  el Secretario de Educación del Municipio de Valledupar dio 

respuesta  negativa a la petición del 14 de mayo de 2014 (fol ios 73 

y 74), por lo que se encuentra debidamente individualizado el acto 

acusado, y en lo at inente al  desarrol lo del concepto de violación, 

se advierte que también indicó las normas transgredidas y las 

razones por las que considera que la decisión acusada   incurre en 

dicha transgresión.  

 

Así, a part ir  de una lectura integral  de la demanda, se evidencia 

que la demandante sí  desarrol ló el  concepto de   violación en 

relación con las pretensiones deprecadas , para lo cual,  adujo que 

tanto el Decreto 1045 de 1978 en su artículo 45, que regula los 

factores salariales para la  l iquidación de cesantías y pensiones, así 

como el Decreto 1042 de 1978 , establecen los factores con los 

cuales deben l iquidarse la prima de servic ios y consagra la prima 

de antigüedad, la bonif icación por servicios prestados, 

disposiciones que  constituyen el fundamento normativo de  las 

pretensiones deprecadas.  

 

Bajo tal entendimiento, y contrario a lo sostenido por el  a quo,  para 

la Sala, la demanda sí  desarrol ló el  concepto de la violación.  

 

3.2.3. ¿La demandante tiene derecho a l reconocimiento de los 

factores salariales de AUXILIO DE TRANSPORTE, AUXILIO DE 

ALIMENTACIÓN, BONIFICACIÓN ZONA DE DIFÍCIL ACCESO 

correspondiente a los meses de septiembre de 2012 hasta el 

mes de julio de 2013, y si como consecuencia de ello, hay lugar 

a la reliquidación de la pensión de invalidez en su primera 

mesada, en aplicación del l iteral A del artículo 63 del Decreto 

1848 de 1969? 
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De otra parte,  ¿le asiste derecho a la demandante al 

reconocimiento de los siguientes emolumentos: PRIMA DE 

SERVICIOS, PRIMAS O INCREMENTOS ADICIONALES POR 

ANTIGÜEDAD, BONIFICACIÓN POR SERVICIOS PRESTADOS Y 

LA BONIFICACIÓN ESPECIAL POR RECREACIÓN desde el 18 de 

marzo de 2004 hasta el 31 de julio de 2013?  

 

Mediante escrito de l 14 de mayo de 201419 la demandante solicitó 

a la Alcaldía de Val ledupar - secretaria de educación , las siguientes 

pretensiones:   

 
«PRIMERA: reconocer y cancelar los menores valores 
reconocidos por concepto de auxil io de transporte, auxil io de 
al imentación, bonif icación zona de dif íci l  acceso, 
correspondiente a los meses de septiembre de 2012 hasta el  
mes de jul io de 2013.  
 
SEGUNDA: Reliquidar la pr imera mesada pensional 
reconocida a la señora Lastenia Esther Berdugo Narváez, 
aplicándole la tasa de reemplazo del 100% del últ imo salario 
devengado, conforme al l i teral a del  artículo 63 del decreto 
1848 de 1969, tomando en cuenta el grado de pérdida de 
capacidad laboral padecida del 95,45% y los salarios 
devengados por la ex funcionaria.  
 
TERCERA: reconocer y pagar a favor de la señora Lastenia 
Esther Berdugo Narváez, pr ima de servicios, prima o 
incrementos adicionales por antigüedad, bonif icación por 
servic ios prestados y la bonif icación especial por recreación 
desde el 18 de marzo de 2004 hasta el 31 de jul io de 2013 .» 

 

Respecto de esa petición, se observa que la Secretaria de 

Educación, mediante el acto demandado, Of icio SAC 2014 PQR-

8292  de 26 de mayo de 2014, se pronunció en el siguiente sentido:  

 

«En atención a su derecho de pet ic ión del asunto,  me permit iré 

responder le en los s iguientes términos:   

 

RESPUESTA A LA PETICIÓN REFERENTE A LA PRIMA DE 

SERVICIOS ,  no es procedente el reconocimiento de manera 

                                                           
19 Fo l i os  2  a  8 .  
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retroact iva,  considerando que la circular  núm 7 del 20 de febrero de 

2013 del Min ister io de educación,  manifestó en su momento el 

alcance de la sentencia T -1066-2012.  

 

En este momento se efectuará el pago en cumplimiento al decreto 

1545 del 19 de jul io de 2013, por el cual se establece la pr ima de 

servic ios para el persona l docente y direct ivo docente of ic ial  de las 

inst i tuciones educat ivas de preescolar,  básica y media,  reconoce el  

pago de la pr ima de servic ios así:   

Artículo 1.  Prima de servic ios.  establece la pr ima de servic ios para 

el personal docente y direct ivo docente of ic ial  que presta sus 

servic ios en las inst i tuciones educat ivas de preescolar,  básica y 

media,  la cual será cancelada a part ir  del  año 2014 en los términos 

que a cont inuación se señalan:  

1.  En el año 2014, la pr ima de servic ios será equivalente a 7 

días de la remuneración mensual del docente o direct ivo a 30 de 

junio del respect ivo año.  

2.  a part ir  del año 2015 y en adelante,  la pr ima de servic ios que 

establece e l presente decreto será equivalente a 15 días de la 

remuneración mensual del docente o direct ivo docente a 30 de junio 

del respect ivo año.  

Parágrafo. La pr ima de servic ios que se establece en e l presente 

decreto será cancelada por las respect ivas ent idades te rr i tor iales 

cert i f icadas en la educación en los pr imeros 15 días del mes de jul io  

de cada año.  

 

RESPUESTA A LA PETICIÓN REFERENTE A BONIFICACIÓN POR 

SERVICIOS PRESTADOS. No está contemplado para los docentes 

ver decretos de salar io de cada año. El ar t ículo  104 del Decreto 

1042 de 1978, excluye de manera expresa la apl icación del decreto 

al personal docente.   

ARTICULO104.DE LAS EXCEPCIONES A LA APLICACIÓN DE 

ESTE DECRETO. las normas del presente decreto no se apl icarán 

a las siguientes personas, cuya remuner ación se establecerá en 

otras disposiciones:  

a)  A los empleados públ icos del Minister io de Relac iones Exter iores 

que prestan servic ios en el exter ior .   

b) Al personal docente de los distintos organismos de la Rama 

Ejecutiva.   

( l i teral  declarado exequible por la Corte Constitucional, 

mediante sentencia C-566-97 del 6 de noviembre de 1997, 

magistrado ponente,  doctor Vladimiro Naranjo Mesa).   

c) A los empleados de las ent idades que t ienen sistemas especiales 

de remuneración legalmente aprobados, salvo lo previsto en el 

ar t ícu lo 72.  

d)  Al personal de las Fuerzas Mi l i tares y a los empleados civi les del  

Min ister io de Defensa Nacional que no se r igen por el Decreto 540 

de 1977.  
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e) Al personal de la Pol ic ía Nacional y a los empleados c iv i les al  

servic io de la misma.  

f )  A Los empleados del sector técnico -  aeronáut ico del  

Departamento administrat ivo de aeronáut ica civi l .   

g) A los empleados del Departamento Nacional de Planeación.  

 

RESPUESTA A LA PETICIÓN REFERENTE A BONIFICACIÓN POR 

DOS DÍAS DE RECREACIÓN. No está contemplado para los 

docentes ver decretos de salar ios de cada año.  

 

Referente a esto es necesar io resaltar  que desde que desde la 

misma manera que lo hace (sic)  el  Decreto 1048 de 1972 y el  

Decreto 451 de 1984 excluye de manera expresa la apl icac ión del  

decreto al personal docente.   

 

Art ícu lo 4.  Las normas de este decreto no se apl icarán:  

a)  a los empleados públ icos del Min ister io de Relaciones Exter iores 

que presten servic ios en el exter ior .  

b)  al personal docente de los distintos organismos de la Rama 

Ejecutiva.  

c)   A los empleados públ icos de las ent idades que t ienen sistemas 

especia les de remuneración legalmente aprobados.  

d)  Al personal de las fuerzas mi l i tares coma y a los empleados civi les 

del Min ister io de Defensa Nacional que no se r igen por el decreto 

1042 de 1978 y demás disposic iones que lo modif ican o adicionan.  

e)  Al personal de la Pol ic ía Nacional y a los empleados civi les 

al servic io de la misma  

 

RESPUESTA A LA PETICIÓN REFERENTE A LA PRIMA DE 

ANTIGÜEDAD. La Secretaría de Educación municipal de Val ledupar 

ha venido real izando los t rámites necesar ios para que se hagan 

efect ivos los pagos por concepto de pr ima de ant igüedad a los 

docentes y adminis trat ivos que tengan dicho derecho, de esta 

manera le manifestamos que esta dependencia administrat iva envió 

las l iquidaciones respect ivas a la Secretaría de Hacienda para que 

ésta efectúe a t ravés de la f iduciar ia encargada, los pagos 

respect ivos sólo a las personas que tengan el derecho.   

 

RESPUESTA DE LA PETICIÓN REFERENTE A LA PRIMA DE 

ALIMENTACIÓN. De acuerdo al decreto de salar ios de cada año , 

sólo t ienen derecho los docentes que devenguen menos, ejemplo 

$1.360.098, con el decreto de salar ios 2012, ACTUALIZAR  2013 

(sic)  

Art ícu lo 13.  PRIMA DE ALIMENTACIÓN. A part ir  del 1º de enero de 

2012, f i jar  en la pr ima de al imentación en la suma mensual de  

$44.655, para el personal docente o direct ivo docente que devengue 

hasta una asignación básica mensual de $1.360.098 m/cte  y sólo 

por el t iempo que devengue hasta esta suma, ACTUALIZAR 2013.  
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No tendrán derecho a esta pr ima de alimentación los docentes o 

direct ivos docentes que se encuentren en disf rute de vacaciones 

coma en uso de l icencia,  suspendidos en el ejercic io del ca rgo o 

cuando la ent idad respect iva preste el servic io.   

 

RESPUESTA A LA PETICIÓN REFERENTE A BONIFICACIÓN DE 

DIFÍCIL ACCESO. Anal izando los hechos manifestados por usted 

encontramos que a su apoderada si se le cancelaba la bonif icación 

de zona d if íc i l  acceso, por consiguiente no es viable su pretensión 

ya que se encuentra enmarcado en lo contemplado por el decreto 

541 del 17 de febrero de 2010.»(Negri l la, mayúscula y subrayado 

original).   

 

Frente a las restantes pretensiones, no efectuó pronunciamiento 

alguno. 

 

Para resolver la cuestión, p reviamente es necesario destacar que, 

revisada la actuación surt ida dentro del proceso, se observa que en 

la audiencia inicial  del 11 de agosto de 2015, el Tribunal resolvió la 

excepción de falta de legit imación en la causa por pasiva del  

Municipio de Valledupar  y concluyó que se encontraba probado el 

medio exceptivo y excluyó a dicha entidad como parte demandada, 

con fundamento en los siguientes argumentos:  

 

“En ese orden de ideas,  de entrada observa la sala,  que el Mu nicip io 
de Val ledupar,  no sería el l lamado a responder por la reclamación 
prestacional sol ic i tada por la actora, como quiera que el ar tículo 3 
de la Ley 91 de 1989, creó el Fondo Nacional de Prestaciones 
Socia les,  como una cuenta especial de la Nación,  con 
independencia patr imonial,  contable y estadíst ica,  s in personería 
jur ídica,  cuyos recursos serán manejados por una ent idad f iduciar ia 
estatal o de economía mixta,  en la cual el  Estado tenga más del  
90% del capital .  
 
Se dispuso además en la c i tada norma, que el menc ionado Fondo 
sería dotado de mecanismos regionales que garant izaran la 
prestación descent ral izada de los servic ios en cada ent idad 
terr i tor ial ,  s in afectar el  pr incipio de unidad. Asimismo, que entre 
sus funciones estar ía la de efectuar el  pago de las pres taciones 
sociales del personal af i l iado. (Art ículo 5 Ley 91 de 1989).  
 
Por su parte,  la Ley 962 de 2005, en su art ículo 56,  señaló que las 
prestaciones socia les que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magister io serán reconocidas por part e 
de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 
Secretar io de Educación de la ent idad terr i tor ial  cert i f icada 
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correspondiente,  a la que se encuentre vinculado el docente,  
mandato reglamentado en ese mismo sent ido,  por el ar t ículo 3 del  
decreto 2831 de 2005.  
 
Entonces, al  estar a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Socia les del Magister io,  el  reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes af i l iados,  y,  la función que cumplen 
las secretarías de educación de las ent idades terr i tor iales,  son 
propias de dicho fondo, por disposic ión de la ley y el reglamento, 
pues, se depositan en aquel las como una estrategia de 
regional izac ión,  esto es,  coadyuvan con la prestación 
descentral izada de los servic ios que presta dicho organ ismo, en 
otras palabras,  las secretarías de educación,  actúan como un 
agente del orden nacional.  
 
En el caso concreto,  la Secretar ia de Educación del Munic ipio de 
Val ledupar ,  al  expedir  el  acto administrat ivo demandado, no actuó 
en ejercic io de una competencia propia,  s ino de otro ente,  como lo 
es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magister io,  
autor izada por la ley y el reglamento,  como ya se indicó,  por  
consiguiente,  las consecuencias de la negación de los derechos 
invocados por la actora,  no pueden ser atr ibuidas al Munic ipio de 
Val ledupar y en consecuencia verse compromet idos sus recursos 
para el pago de tales prestaciones, ya que su secretaría actuó en 
representación del fondo en mención,  quedando inclu ida en esta 
l i t is la refer ida secretar ia ,  pero representada por la NACIÓN –  
MINISTERIO DE EDUACIÓN NACIONAL –  FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  
 
Así  las cosas, considera la Sala,  que la ent idad demandada –  
Munic ip io de Val ledupar –  no está legit imada en la causa para 
responder por las pretensiones de la demandante,  al  no poseer una 
relación sustancia l con el la.  En consecuencia,  se declara probada 
la excepción de fa l ta de legit imación en la causa por pasiva 
propuesta por el apoderado del ente terr i tor ial ,  y en consecuencia,  
se excluye como parte demandada en este asunto. ”  

 

Dicha decisión quedó notif icada en estrados y contra la misma no 

se interpuso recurso alguno, quedando debidamente ejecutoriada.  

 

En primer lugar, se destaca que las pretensiones reclamadas en la 

petición de 14 de mayo de 2014 por la demandante t ienen que ver 

con los siguientes derechos: 

 

✓ Emolumentos salariales, a saber:  A) reconocimiento de prima 

de servicios, pr ima o incrementos adicionales por antigüedad, 

bonif icación por servicios prestados y bonif icación especial  

por recreación causados desde el 18 de marzo de 2004 hasta 
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el 31 de jul io de 2013, los cuales se encuentran previstos en 

los Decretos 1042 de 197820, 451 de 198421, art ículo 322 y 

1545 de 201323 a cargo del nominador, por tratarse de 

elementos constitut ivos de remuneración salar ial  y, B) 

menores valores reconocidos por concepto de auxil io de 

transporte, auxil io  de al imentación, bonif icación de zona de 

dif íci l  acceso de los meses de septiembre de 2012 hasta jul io 

de 2013, los cuales también están a cargo de la entidad 

terri tor ial nominadora, al tenor del Decreto 1042 de 1978 y 

Decreto 521 de 201024. 

✓  La prestación social de pensión de inval idez reconocida por 

la secretaria de Educación de Valledupar en representación 

del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

Además, en la demanda se deprecaron las mismas pretensiones 

contra el municipio de Valledupar, las cuales se entienden 

                                                           
20 ” AR TÍC ULO  42 .  De o t ros fac tores  de  sa la r io .  Adem ás  de  l a  as ignac ión  bás ic a  f i j ada  po r  
l a  l ey  pa r a  l os  d i f e ren tes  c a rgos ,  de l  va lo r  de l  t rab a jo  s up lem en ta r i o  y  de l  rea l i z ado  en  j o r nada  
noc tu rna  o  en  d ías  de  des c ans o  ob l i ga to r i o ,  c ons t i t uyen  s a la r i o  t od as  l as  s um as  que  hab i t ua l  
y  pe r i ó d i c am en te  rec ibe  e l  em p leado  c om o re t r i buc ión  po r  s us  s e rv i c i os .  
  
Son  f ac to res  de  s a la r i o :  
  
a .  Los  i nc rem en tos  po r  an t i güedad  a  qu e  s e  re f i e ren  l os  a r t í c u los  49  y  97  de  es te  Dec re to .   
b .  Los  gas tos  de  rep res en tac ión .   
c .  La  p r im a  t éc n ic a .   
d .  E l  aux i l i o  de  t ra ns por t e .   
e .  E l  aux i l i o  de  a l im en tac ión .   
f .  La  p r im a  de  s e rv i c i o .   
g .  La  bon i f i c ac ión  po r  s e rv i c i os  p res tados .   
h .  Los  v i á t i c os  pe rc i b i dos  po r  l os  f unc iona r i os  en  c om is ión . ”  
 
 
21 Por  e l  cua l  se  d ic tan  unas  d ispos ic iones  en  m ater i a  sa la r i a l  para  e l  person a l  que  
pres ta  serv ic ios  en  los  M in is ter ios ,  depar tam entos  Adm in is t ra t i vos ,  Super in tendenc ias ,  
Estab lec im ien tos  Púb l i cos  y Un idades  Adm in is t r a t i vas  de l  o rden  nac iona l . ”  
 
22 AR TÍCULO  3 º .  Los  em pleados  que  adqu ie r an  e l  de rec ho  a  l as  vac ac iones  e  i n i c i en e l  
d i s f ru t e  de  l as  m ism as ,  den t ro  de l  a  año  c i v i l  de  s u  c aus ac ión  t end rán  de rec ho  a  una  
bon i f i c ac ión  es pec ia l  de  rec reac ión  en  c uan t ía  equ i va len te  a  dos  (2 )  d ías  de  l a  as ignac ión 
bás i c a  m ens ua l  que  l es  c or res pond a  en  e l  m om ento  de  c aus ar l as .    
E l  va lo r  de  l a  bo n i f i c ac ión  no  s e  t end rá  en  c uen ta  pa ra ,  l a  l i qu idac ión  d e  l a s  p res tac iones  
s oc ia l es  y  s e  pagará  de n t r o  de  l os  c i nc o  (5 )  d ías  há b i l es  an te r i o r es  a  l a  f ec ha  s eña lada  pa ra  
l a  i n i c i ac ión  d e l  d i s f ru t e  de  l as  vac ac iones .   
  
M ien t ras  s e  c rea  en  e l  p res upues to  de  l as  en t i dades  e l  res pec t i vo  rub ro  p res u pues ta l ,  pod rá  
d i f e r i r s e  l a  f ec ha  s eña lad a  pa ra  e l  pag o  de  l a  bon i f i c ac ión .  
 
23 Por e l  cua l  se  es tab lece  l a  p r im a de serv ic ios  para  e l  persona l  docente  y d i re c t i v o  
docente  o f i c i a l  de  l as  ins t i tuc iones  educat i v as  de  preesco lar ,  bás ica  y m ed ia .  
24 Dec re to  521  de  2010  “Por  e l  c ua l  s e  reg lam en tan  parc ia lm en te  e l  i nc is o  6  de l  a r t í c u lo  24  
de  l a  l e y  715  de  20 01  y  e l  a r t í c u lo  2  de  l a  l ey  1 2 97  de  2 009 ,  en  l o  re l ac io nado  c on  l os  
es t ím u los  pa ra  l os  doc en tes  y  d i rec t i vos  doc en tes  de  l os  es tab lec im ien tos  educ a t i vos  
es ta ta l es  ub i c ados  en  l as  zonas  de  d i f í c i l  ac c es o . ”  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=38908#521
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desist idas por el  demandante, toda vez que no impugnó la decis ión 

proferida el 11 de agosto de 2015 por Tribunal  Administrat ivo del 

Cesar (fol ios 180 a 186) que declaró probada la excepción de falta 

de legit imación en la causa del Municipio para responder por las 

pretensiones y,  en consecuencia,  ordenó excluir lo como parte 

demandada en este proceso. 

 

En orden a lo anterior,  teniendo en cuenta que el Municipio de 

Valledupar quedó excluido del debate judicial y que dicha decisión 

quedó ejecutoriada, no resulta procedente emit ir pronunciamiento 

alguno acerca de la responsabil idad de dicho ente terri torial f rente 

a las pretensiones concernientes a los emolumentos salariales 

deprecados por los periodos 18 de marzo de 2004 a 31 de jul io de 

2013. 

 

Ahora bien, en la providencia del 11 de agosto de 2015 se dispuso 

continuar el proceso únicamente contra la Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio f rente 

a las pretensiones incoadas en la demanda. En efecto,  vale la pena 

aclarar que en la demanda se deprecaron pretensiones contra el 

municipio de Valledupar  y contra el FOMAG, pero el proceso 

excluyó al  ente terri tor ial,  de ahí que la f i jación del l i t igio  se 

contrajo a las pretensiones reclamadas a dicha entidad, así:   

 

« […] lo que se convierte en objeto de debate en el presente 
asunto,  es,  en pr imer lugar,  establecer si  es nulo o no el acto 
administrat ivo contenido en e l Of ic io No. SAC 2014 -PQR-8292 del 
26 de mayo de 2014, suscr i to por el Secretar io de Educación 
Munic ipal de Val ledupar” .  
 
En caso de ser af irmat iva la premisa anter ior , se deberá 
determinar si  la señora LASTENIA BERDUGO NARVÁEZ t iene 
derecho al reconocimiento y pago de los menores valores 
reconocidos por concepto de auxi l io de t ransporte,  auxi l io de 
al imentación,  boni f icación por zona de dif íc i l  acceso, 
correspondientes a los meses de sept iembr e de 2012 hasta el 
mes de jul io de 2013.  
 
Así mismo si es procedente la rel iquidación de la pr imera mesada 
pensional reconocida a la actora,  apl icándole la tasa de remplazo 
del 100% del úl t imo salar io devengado, conforme al l i teral A del 
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art ícu lo 63 del Decreto 1848 de 1969, tomando en cuenta el grado 
de pérdida de capacidad laboral padecida del 95.45% y los 
salar ios devengados por aquel la.  
 
De otro lado se deberá establecer,  s i  t iene derecho al 
reconocimiento y pago de la pr ima de servic ios,  pr ima o 
incrementos adicionales por ant igüedad, bonif icación por 
servic ios prestados y la bonif icación especia l por recreación, 
desde el 18 de marzo de 2004 hasta el 31 de jul io de 2013.  
 
Por últ imo, s i  es posible real izar la indexación de todos y cada 
uno de los valores a cancelar,  más los intereses legales 
correspondientes,  así como las costas y agencias en derecho.»  

 
 

A continuación,  la Sala se pronuncia respecto a cada una de las 

pretensiones incoadas contra la Nación - Ministerio de Educación - 

Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio :  

 

1.- Respecto de la primera pretensión  de la demanda,  relacionada 

con el reconocimiento y pago de los  factores salariales de «auxil io  

de transporte, auxil io de al imentación y bonif icación por zona de 

dif íci l  acceso», correspondientes a los meses de septiembre de 

2012 hasta el mes de jul io de 2013, así como la pretensión tercera ,  

referida al reconocimiento de la prima de servicios, prima o  

incrementos adicionales por antigüedad, bonif icación por servicios 

prestados y la bonif icación especial por recreación, desde el 18 de 

marzo de 2004 hasta el 31 de jul io de 2013» , las mismas no se 

encuentran a cargo del FOMAG, en la medida que se trata de 

elementos constitut ivos de salar io y no se trata de prestaciones 

sociales. En ese orden,  su eventual reconocimiento y pago estarían 

a cargo de la entidad terri tor ial nominadora , en este caso, el 

Municipio de Val ledupar , entidad que como se indicó, fue exclu ida 

del debate procesal mediante decisión que goza de los atributos de 

ejecutoriedad y f irmeza.  

 

Ahora, respecto de la procedencia del reconocimiento de tales 

emolumentos salariales previstos en el  Decreto Ley 1042 de 1978, 

es necesario destacar que el artículo 104 l i teral  b) ibidem,  

estableció que las normas de ese decreto no se aplicar ían al  
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personal docente de los dist intos organismos de la rama Ejecutiva, 

cuya remuneración se establecerá en otras disposic iones , tal y 

como lo expresó el acto demandado . 

 

En efecto, el personal docente goza de un régimen salarial y 

prestacional especial dadas las part icularidades y condiciones de 

la labor que el los desarrol lan, el cual se encuentra previsto en la 

Ley 91 de 1989, Ley 60 de 1993, Ley 715 de 2001 y Decreto 1850 

de 2002, régimen que contempla iguales o mejores condiciones 

laborales que las reconocidas de manera general a los servidores 

públicos; al igual que gozan de un sistema de carrera especial,  por 

lo que los aspectos relacionados con el  ascenso y permanencia son 

dist intas a las del  resto de los empleados públicos (Decreto  Ley 

2277 de 1979, Estatuto Docente y Decreto 1278 de 2002, Estatuto 

de profesionalización docente).  

  

En la sentencia C- 566 de 1997 , la Corte Constitucional,  al 

pronunciarse sobre la exequibi l idad del l i tera l b) del artículo 104 

del Decreto 1042 de 1978, que excluyó a los docentes del ámbito 

de aplicación de esa norma, precisó lo siguiente:  

 

«El somet imiento a un régimen salar ial  y prestacional especial de 
los maestros vinculados a la Administración Públ ica en sus 
dist intos niveles,  régimen especia l que co ntempla iguales o 
mejores condic iones laborales que las reconocidas de manera 
general a los serv idores públ icos,  no lesiona la Const i tución sino 
que, más bien,  posibi l i ta la cabal observancia del mandato 
contenido en el ar t ículo 58 de la misma, en cuanto p rotege los 
derechos adquir idos conforme a leyes anter iores.»  

 

De otra parte, para el sector público por medio del Decreto 1045 de 

1978 se f i jan las reglas para la apl icación de las prestaciones 

sociales de los trabajadores del Estado, normas que en virtud de la 

Ley 6 de 1945 y Decreto 2767 del mismo año, se hacen extensivas 

a los servidores públicos del orden terri torial.  

 

En ese entendimiento, los elementos constitut ivos de salario 
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establecidos en el Decreto 1042 de 1978 no son considerados 

prestaciones sociales sino que forman parte de los factores 

salariales para la l iquidación de prestaciones sociales.  

 

En tal sentido, el parágrafo segundo del art ículo 15 de la Ley 91 de 

1989 establece que : «El Fondo Nacional de Prestac iones Socia les del 

Magister io no pagará las siguientes prestaciones, que cont inuarán a 

cargo de la Nación como ent idad nominadora  ,  en favor del personal  

nacional o nacional izado, v inculado antes o con poster ior ida d al 31 de 

dic iembre de 1989; pr imas de navidad, de servic ios y de al imentación,  

subsid io famil iar ,  auxi l io de t ransporte o movi l izac ión y vacaciones.»  

 

Ahora, no puede interpretarse que dicha norma haya creado la 

prima de servic ios para los docentes y direct ivos docentes af i l iados 

al Fondo Nacional  de Prestaciones Sociales del Magisterio, sino 

que en aras de garantizar derechos adquiridos f rente a tales 

asignaciones que ya se encontraban reconocidas y asegurar un 

responsable pago de tales conceptos, en vi rtud de la 

nacionalización de la educación, se designó como responsable a la 

Nación y no al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio de la continuidad en el pago de tales conceptos, toda 

vez que el Fondo como entidad de previsión social le co rresponde 

el pago de las prestaciones sociales comunes, tales como 

cesantías, pensiones, sustitución pensional y servicios médicos 

asistenciales, entre otras, con ocasión de la af i l iación y cotización 

que deben realizar trabajadores y empleadores a las entidades del 

sistema. 

 

 

Así las cosas, en el  parágrafo 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 

establece que  el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio ,   

no pagará las primas de navidad, de servicios y de al imentación, 

subsidio famil iar,  auxi l io de transporte o movil ización y vacaciones, 

en favor del personal nacional o nacionalizado, vinculado antes o 

con posterioridad al 31 de diciembre de 1989 , las cuales 
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continuaran a cargo de la Nación como entidad nominadora 

entratándose de dichos docentes .  

 

Ahora, respecto a la prima de servic ios, se contrae únicamente a 

las que se encontraban vigentes para la época de promulgación de 

la Ley y que eran pagadas a los docentes.  

 

Adicionalmente, el numeral 1 del artículo 15 ibidem no hace 

mención al Decreto 1042 de 1978, precisamente porque este no 

crea prestaciones sociales sino que regula factores constitut ivos de 

salario, de manera que las normas enunciadas en dicho artículo 

como son el Decreto 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978 

son una enumeración taxativa de las prestaciones que rigen para 

los docentes estatales af i l iados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio:  

 

«ARTÍCULO  15.  A part ir  de la vigencia de la presente Ley e l  
personal docente nacional y nacional izado y e l que se vincule con 
poster ior idad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes 
disposiciones:  
  
1.  Los docentes nacional izados que f iguren vinculados hasta el 31 
de dic iembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas 
y soc iales,  mantendrán el régimen prestac ional que han venido 
gozando en cada ent idad terr i tor ial  de conformidad con las normas 
vigentes.  
  
  
Los docentes nacionales y los que se vinculen a part ir  del 1 de 
enero de 1990, para efectos de las prestaciones económicas y 
sociales se regirán por las normas vigentes apl icables a los 
empleados públ icos del orden nacional ,  Decretos 3135 de 1968, 
1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en e l futuro,  con 
las excepciones consagradas en esta Ley . […]»  
  

       […]  

PARÁGRAFO 2. El Fondo Nacional de Prestaciones Socia les del  
Magister io no pagará las siguientes prestaciones, que cont inuarán 
a cargo de la Nación como ent idad nominadora,  en favor del 
personal nacional  o nacional izado,  v inculado antes o con 
poster ior idad al 31 de dic iembre de 1989: Pr imas  de navidad, de 
servic ios y de al imentación,  subsidio famil iar ,  auxi l io de t ransporte 
o movi l izac ión y vacaciones.»  

 

Finalmente, habrá de destacarse que el art ículo 4 de la  Ley 91 de 
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1989  determina cuáles son las obligaciones del FOMAG:  

 

ARTÍCULO 4o. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atenderá las prestaciones sociales de los 
docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 
vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley,  
siempre con observancia del Art ículo 2o, y  de los que se 
vinculen con posterioridad a el la. Serán automáticamente 
af i l iados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, los docentes nacionales y nacionalizados que se 
encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la 
presente Ley, quienes quedan eximidos del requis ito 
económico de af i l iación. Los requisitos formales que se exi jan 
a éstos, para mejor administración del Fondo, no podrán 
imponer renuncias a riesgos ya asumidos por las entidades 
antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en 
los convenios interadministrat ivos. El personal que se vincule 
en adelante, deberá cumplir todos los requisitos de af i l iación 
de naturaleza formal o normativa y económica.  

 

 

Por lo expuesto, las pretensiones primera y tercera  propue stas 

contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio no están 

l lamadas a prosperar.  

 

4. De la pretensión de reliquidación de la pensión de invalidez  

   

Ahora bien, en relación con la pretensión de Reliquidar la pensión 

de invalidez,  se observa que quien continúa actuando como 

demandado en el proceso es la Nación –  Ministerio de Educación - 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio , entidad 

que al tenor de lo previsto en la Ley 91 de 1989 es la l lamada a 

responder por aquella prestación social,  motivo por el  cual procede 

la Sala a emit ir pronunciamiento sobre aquella.  

 

La parte demandante solicitó rel iquidar la primera mesada 

pensional reconocida,  apl icándole la tasa de remplazo del 100% 

del últ imo salario devengado, conforme al l i teral A del artículo 63 

del Decreto 1848 de 1969, tomando en cuenta el grado de pérdida 

de capacidad laboral padecida del 95.45%, y los salarios 
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devengados por la ex funcionaria.  

 

Dentro del acervo probatorio obra la Resolución  452 de 2 de 

octubre de 2013, por la cual se reconoció la pensión de invalidez 

de la demandante con fundamento en la Ley 100 de 1993, para lo 

cual tuvo en cuenta lo siguiente:  

 

- Que la señora Lastenia Esther verdugo Narváez presenta un 

porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del 95,45 %, a 

part ir del 1 de abri l  de 2013, fecha de estructuración de 

invalidez.  

- Que lo anterior le da derecho a disfrutar de una pensión por 

invalidez equivalente al 54% del promedio salarial del últ imo 

año. 

- Que la docente adquiere el estatus el 1 de abri l  de 20 13 con 

una mesada de $589.500 y es ret irada del servicio por 

resolución 001151 de 26 de abri l  de 2013,  

- Que la pensión se hará efect iva a part ir del 17 de jul io de 

2013. 

- Los factores que sirvieron de base de l iquidación fueron: la 

asignación básica  del periodo comprendido entre el 13 de 

marzo de 2004 al 9 de abri l  de 2013, debidamente ajustado 

con el IPC, arrojando un IBL de $927.283 al cual se le aplicó 

una tasa del 54% lo que asciende a la suma de $500.732, la 

cual se ajusta al salario mínimo vigente para el 2013, es decir,  

$589.500. 

En ese orden, le corresponde a la Sala determinar si  ¿la 

demandante t iene derecho a la rel iquidación de la pensión de 

invalidez que le fue reconocida mediante  la Resolución  452 de 2 

de octubre de 2013,  con los factores salaria les y la tasa de 

reemplazo o porcentaje de IBL previstos en el l i teral A del artículo 

63 del Decreto 1848 de 1969?   
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Para resolver el asunto, la Sala desarrol lará el siguiente orden 

metodológico: ( i)  régimen pensional aplicable a los docentes 

of iciales –  pensión de invalidez, y ( i i )  análisis del caso concreto.  

 

4.1. Régimen pensional aplicable a los docentes  oficiales. 

 

La Ley 812 de 200325 en su art ículo 81 reguló el  régimen 

prestacional establecido para los docentes nacionales, 

nacionalizados y terri toriales; y dist inguió el personal vinculado con 

anterioridad y posterioridad a su entrada en vigencia, esto es, 27 

de junio de 2003, para efectos de determinar el régimen 

prestacional aplicable a cada grupo.   

  

En relación con los primeros, esto es, los docentes que 

venían vinculados antes del 27 de junio de 2003  señaló la norma 

que le serían aplicables las normas vigentes con anterioridad a esa 

fecha y, en lo que respecta al segundo grupo, es decir,  los  que se 

vinculan al servic io docente  con posterioridad a la entrada en 

vigencia de la Ley 812 de 2003,  se dispuso que se regir ían por el  

régimen pensional de prima media con prestación def inida, previsto 

en la Leyes 100 de 199326 y 797 de 200327.    

  

Precisamente, el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislat ivo de 

2005 reiteró la coexistencia de dos regímenes prestacionales, de 

acuerdo con la fecha de vinculación, de la siguiente manera:    

  

«[…] Parágrafo transitorio 1º.  El régimen pensional de los 
docentes nacionales, nacionalizados y terri tor iales, vinculados 
al servicio público educativo of icial  es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones legales vigentes con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y 
lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se 
hayan vinculado o se vinculen a part ir de la vigencia de la 

                                                           
25 “Po r  l a  c ua l  s e  ap rueb a  e l  P lan  Nac iona l  de  Des ar ro l l o  200 3 -2 006 ,  hac ia  un  Es tado 
c om un i t a r i o ”  .  
 
26 "Po r  l a  c ua l  s e  c rea  e l  s is tem a de  s egur i dad  s oc ia l  i n t eg ra l  y  s e  d ic t an  o t ras  d i spos i c i ones "  .  
27 “Po r  l a  c ua l  s e  re f o rm an  a lgunas  d i s pos i c i ones  de l  s i s t em a genera l  de  pens i ones  p rev i s t o  
en  l a  Ley  100  de  1993  y  s e  adop tan  d i s pos i c iones  s ob re  l os  Reg ím enes  Pens iona les  
e xc ep tuados  y  es pec ia l es ” .   
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citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos 
en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos 
del artículo 81 de la Ley 812 de 2003. […]»   

  
  
Resulta de suma trascendencia precisar, que cuando el inciso 

primero del artículo 81 de la Ley 812 de 2003 se ref iere al régimen 

prestacional anterior, es necesario ver if icar el contenido de los 

artículos 115 de la Ley 115 de 1994 28 y 6º de la Ley 60 de 199329, 

normas vigentes en materia del servicio docente.     

  

Para mayor i lustración se transcr ibe el art ículo 115 de la Ley 115 

de 1994 que, en lo que corresponde al caso, señaló:    

  
«(…) Art.  115. - Régimen Especial  de los Educadores 
Estatales. El ejercicio de la profesión docente estatal se 
regirá por las normas del régimen especial del Estatuto 
Docente y por la presente ley. El régimen prestacional de los 
educadores estatales es el establecido en la Ley 91 de 1989, 
en la ley 60 de 1993 y en la presente ley (…)».      

  
Así mismo, la Ley 60 de 1993 estableció en su artículo 6º que:    
  

«(…) El régimen prestacional aplicable a los actuales 
docentes nacionales o nacionalizados que se incorporen a 
las plantas departamentales o distr i tales sin solución de 
continuidad y las nuevas vinculaciones, será el  reconocido 
por la Ley 91 de 1989, y las prestaciones en el las 
reconocidas serán compatibles con pensiones o cualesquiera 
otra clase de remuneraciones. El personal docente de 
vinculación departamental, distr i tal ,  y municipal será 
incorporado al Fondo Nacional de Prestaciones del 
Magisterio y se les respetará el régimen prestacional vigente 
de la respectiva entidad terri toria l (…)».   

  
 

Ahora bien, debe indicarse que,  de acuerdo a las disposiciones 

dadas en la Ley 91 de 198930,  se establece como régimen pensional 

aplicable a los docentes nacionales y nacionalizados, el previsto 

para los empleados públicos del orden nacional,  tal cual como se 

                                                           
28 Por  l a  c ua l  s e  exp ide  l a  L ey  Gene ra l  de  Educ ac ión ”  .  
29 “Por  l a  c ua l  s e  d ic t an no rm as  o rgán i c as  s ob re  l a  d i s t r i buc ión  de  c om pe tenc ias  de  
c on fo rm idad  c on  l os  a r t í c u los  151  y  288  de  l a  Cons t i t uc i ón  Po l í t i c a  y  s e  d i s t r i b uyen  rec u rs os  
s egún  l os  a r t í c u los  356  y  357  de  l a  Cons t i t uc i ón  Po l í t i c a  y  s e  d i c t an  o t ras  d i spos i c i ones ” .   
30 “Po r  l a  c ua l  s e  c rea  e l  Fondo  Nac iona l  de  P res tac io nes  Soc ia l es  de l  Mag i s t e r i o ”   
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indica en el Decreto Ley 3135 de 1968 31 y los Decretos 1848 de 

196932 y 1045 de 197833,  así lo ha sostenido la  jurisprudencia de 

esta Corporación34:     

  
«(…) Lo anter ior  permite deducir  que el régimen apl icable para los 
docentes of ic iales  vinculados con anterioridad  a la entrada en 
vigencia de la Ley 812 de 26 de junio  de 2003, es el establecido 
para el Magister io antes de dicha fecha, es decir  el  contemplado en 
la Ley 91 de 1989,  por medio de la cual se creó el Fondo de 
Prestaciones Socia les del Magister io,  que en su art ículo 15 
dispone:   

  

A part ir  de la vigencia de la presente Ley el personal docente 
nacional y nacional izado y e l que se vincule con poster ior idad al 1 
de enero de 1990 será regido por las siguientes disposic iones:   

  

1. Los docentes nacional izados que f iguren vinculados hasta el 31 
de dic iembre de 1989,  para efectos de las prestaciones económicas 
y soc iales,  mantendrán el régimen prestacional que han venido 
gozando en cada ent idad terr i tor ial  de conformidad con las normas 
vigentes.  (…)   

  

2. Pensiones:   

  

B. Para los docentes vinculados a part ir  del 1º d e enero de 1981, 
nacionales y nacional izados, y para aquel los que se nombren a 
part ir  del 1o. de enero de 1990, cuando se cumplan los requisi tos 
de ley,  se reconocerá sólo una pensión de jubi lac ión equivalente al 
75% del salar io mensual promedio del úl t imo  año. Estos 
pensionados gozarán del régimen vigente para los pensionados del  
sector públ ico nacional y adic ionalmente de una pr ima de medio año 
equivalente a una mesada pensional. ”   

  

De la norma transcr ita se col ige que el régimen pensional apl icable 
a los docentes nacionales y nacional izados af i l iados a l  Fondo 
Nacional de Prestac iones Socia les del Magister io es el d ispuesto 
para los empleados públ icos del orden nacional.   

  

Si bien es cier to el ar t ícu lo 48 de la Const i tución Pol ít ica respetó el 
régimen pensional que venían gozando los docentes antes de la 
entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, también lo es que dicho 
régimen no contemplaba requisi tos especia les para efectos de 
obtener el reconocimiento de la pensión,  por el contrar io,  remite a 
las normas de carácter general vigentes para los empleados del  
sector públ ico nacional (…)».   

  

                                                           
31 Por  e l  cua l  se  p revé  la  in tegrac ión  de  la  segur idad  soc ia l  en t re  e l  sec to r  púb l i co  y  
e l  p r i vado  y  se regu la  e l  rég imen pres tac iona l  de los  empleados  púb l icos y  
t raba jadores  o f ic ia les .   
32 Por  e l  cual  se  reg lamenta  e l  Decre to   3135  de 1968.   
33 Por  e l  cua l  se  f i j an  las  reg las  genera les  para  la  ap l i cac ión  de  las  normas  sobre 
p res tac iones  soc ia les  de  los  empleados  púb l icos  y  t raba jadores  o f i c ia les  de l  sec to r  
nac iona l .   
34 CONSEJ O DE  ESTADO,  Sec c ión  Segunda ,  Sub s ecc ión  “B ” .  C .P .  Be r t ha  Luc ía  Ram í rez  de  
Páez  s en tenc ia  de  12  de  f eb re r o  de  200 9 .  Rad .  195 9 -200 8 .   
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Bajo tal contexto normativo,  quienes se hubieren vinculado con 

anterioridad al 27 de junio de 2003  (fecha de entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003) les serán aplicables las normas que r igen la 

situación prestacional de los empleados públicos del orden 

nacional,  y a aquellos que lo hicieron con posterior idad se 

regirán por el régimen pensional de prima media establecido en las 

Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en 

dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para 

hombres y mujeres.     

  

Al respecto, esta corporación 35 en sentencia de unif icación 

sostuvo:  

  
«[…] De acuerdo con la tesis reiterada de la Sección Segunda del Consejo 
de Estado sobre el régimen de pensiones para los docentes nacionales y 
nacionalizados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
exceptuados del Sistema General de Pensiones, esta clase de servidores públicos 
no gozan de un régimen especial de jubilación, pues ni la Ley 91 de 1989, ni la Ley 
60 de 1993 así lo establecieron, y tampoco lo hizo la Ley 115 de 1994 que ratificó 
el régimen de jubilación previsto en la Ley 33 de 1985, como norma aplicable para 
los docentes nacionales. Además, las pensiones de jubilación de los docentes 
reconocidas en su tiempo al amparo de la Ley 6 de 1945 o el Decreto 3135 1968, 
antecesoras de la Ley 33 de 1985, lo fueron bajo disposiciones “generales” de 
pensiones del sector administrativo, que no tuvieron el carácter de “especiales”.   
  
• Solo los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de 

la Ley 812 de 2003, tendrán los derechos del régimen pensional de prima media 
establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos 
en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años para 
hombres y mujeres.  
  
i. Régimen pensional de los docentes vinculados al servicio público 
educativo oficial   
  

1. El Acto Legislativo 01 de 2005 “Por el cual se adiciona el artículo 48 de 
la Constitución Política” en el Parágrafo transitorio 1º, dispuso lo siguiente:   
  
“El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 
vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio 
en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de 
la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que 
se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán 

                                                           
35 Cons e jo  de  Es tado ,  Secc ión  Segunda ,  Subs ec c ión  B ,  s en tenc ia  de 12  de  f ebre ro  de  2009 .  
Núm ero  i n t e rno :  1959 -200 8 .  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
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los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General 
de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003". […]»36  

  

De acuerdo con lo anterior, y t ratándose de la pensión de inval idez 

a favor de un docente of icial,  resulta necesario ver if icar el momento 

de su vinculación al servicio para efectos de determinar el régimen 

pensional aplicable.    

  

4.2. Regulación de la pensión de invalidez  
  
Efectuada la precisión anterior, es c laro que  las prestaciones del 

personal docente vinculado con anterioridad al  27 de junio de 

2003, corresponden a las previstas  para los empleados públicos del  

orden nacional,  esto es, los Decretos 3135 de 1968 37 y 1848 de 

196938,  y para los vinculados a la docencia of icial  después de esa 

fecha se rigen por la Ley 100 de 1993; por ende,  se torna necesario 

referirse a la l iquidación de la  pensión de invalidez bajo tales 

preceptos normativos.    

  

(a).  Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969    

La pensión de invalidez es una prestación que t iene como f inal idad 

la protección de l trabajador que se encuentra disminuido por una 

contingencia f ísica o mental que le impide el correcto desempeño 

en sus labores, y por lo tanto  se da aplicación a la norma que le 

r ige a cada persona.     

  

Al respecto,  del contenido del Decreto Ley 3135 de 1968 se observa 

que en el artículo 23 se estableció el reconocimiento y pago de una 

prestación pensional por invalidez,  a favor de los servidores 

públicos que experimentaran una pérdida de su capacidad laboral 

igual o superior a l 75%. Para el efecto dispu so:    

  
«(…) PENSION DE INVALIDEZ. La inval idez que determine 
una pérdida de la capacidad laboral no inferior a un 75%, da 

                                                           
36 En es te  m ism o s en t i do  l o  s os tuvo  l a  s en tenc ia  de  un i f i c ac ión  de l  Cons e jo  de  Es tado ,  
Sec c ión  Segunda ,  s en tenc ia  de l  25  de  ab r i l  de  2 019 ,  rad i c ac ión :  6800 1 -2 3 -33 - 000 -201 5 -
00569 -01 ( 0935 -17 )  SUJ -014-CE-S 2- 19 ,  ac to r :  Abad ía  Reyn e l  To loza .    
37 Po r  e l  c ua l  s e  p revé  l a  i n t eg rac ión  de  l a  s egur i dad  s oc ia l  en t re  e l  s ec to r  púb l i co  y  e l  p r i vado  
y  s e  regu la  e l  rég im en  p re s tac iona l  de  l os  em p leados  púb l i c os  y  t raba jado res  o f i c i a l es .   
38 Po r  e l  c ua l  s e  reg lam en ta  e l  Dec re to  313 5   de  1968 .   

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=1567#0
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derecho a una pensión, pagadera por la respectiva entidad 
de previsión con base en el últ imo sueldo mensual 
devengado, mientras la invalidez subsista.   
  
a) El 50% cuando la pérdida de la capacidad laboral sea el 
75%;  
b) Del 75%, cuando la pérdida de la capacidad laboral exceda 
del 75% y no alcance el 95%;   
c) El 100% cuando la pérdida de la capacidad laboral sea 
superior al 95%.  
Parágrafo. La pensión de inval idez excluye la indemnización 
(…)».   

  
Así mismo, el Decreto 1848 de 1969, en sus art ículos 60, 61 y 63 

dispuso respecto a la pensión por invalidez,  lo siguiente:    

  
«(…) Art .  60.  DERECHO A LA PENSIÓN. Todo empleado of ic ial  
que se hal le en si tuación de inval idez,  t ransitor ia o permanente,  
t iene derecho a gozar de la pensión de inval idez a que se ref iere 
este capítulo.   
  
Art .  61. DEFINICIÓN. 1. - Para los efectos de la pensión de 
inval idez,  se considera invál ido al empleado of ic ia l  que por 
cualquier causa, no provocada intencionalmente,  ni  por culpa 
grave, o vio lación injust i f icada y grave de los reglamentos de 
previsión,  ha perdido en un porcentaje no infer ior  al  75% su 
capacidad para cont inuar ocupándose en la labor que consti tuy e 
su act iv idad habitual o la profesión a que se ha dedicado 
ordinar iamente.   
2.-  En consecuencia,  no se considera invál ido a l empleado que 
solamente pierde su capacidad de t rabajo en un porcentaje infer ior  
al  75%. (…)   
  
Art .  63. CUANTÍA DE LA PENSIÓN. El valor  de la pensión de 
inval idez se l iquidará con base en el úl t imo salar io devengado por 
el empleado of ic ial  y será equivalente al grado de incapacidad 
laboral,  conforme a los porcentajes que se establecen a 
cont inuación,  así:    

a.  Cuando la incapacidad sea super ior  al  noventa y c inco 
por ciento (95%), el  va lor  de la pensión mensual será igual al  
úl t imo salar io devengado por el empleado of ic ial ,  o al úl t imo 
promedio mensual,  s i  fuere var iable.   

b.   Si la incapacidad excediere del setenta y cinco por 
ciento (75%) sin pasar del noventa y cinco por ciento (95%), la 
pensión mensual será equivalente a l setenta y c inco por ciento 
(75%) del úl t imo salar io devengado por el empleado of ic ial ,  o del  
úl t imo promedio mensual.   

c.   Si la incapacidad laboral es del setenta y cinco  por  
ciento (75%), dicha pensión será igual al  c incuenta por ciento 
(50%) del úl t imo salar io devengado por el empleado of ic ial ,  o del  
últ imo promedio mensual,  s i  fuere var iable (…)».   
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Se concluye, que el reconocimiento de la pensión de 

invalidez de acuerdo con el Decreto 1848 de 1969, está 

determinada por la ocurrencia de la pérdida de la capacidad laboral 

en el índice descrito expresamente, que a su paso def ine el monto 

de la prestación, sin importar el t iempo de vinculación del 

funcionario público.   

  
(b).  Ley 100 de 1993   
  
  
En los art ículos 38, 39 y 40 de la Ley 100 de 1993 se regulan los 

requisitos para acceder a la pensión de inval idez de or igen común 

y los parámetros para def inir el monto en que debe ser reconocida. 

En el los se señala que hay lugar a esta prestación cuando de 

manera involuntaria se sufre una pérdida de capacidad laboral igual 

o superior al 50% que no tenga por causa un accidente de trabajo 

o una enfermedad laboral.     

  

Originariamente, la Ley 100 de 1993 estableció como exigencias 

para acceder a la pensión, además de la declaratoria de invalidez 

en el porcentaje anteriormente aludido, los siguientes:   

  
«[…] Art ícu lo.  39.  Requisi tos para obtener la pensión de inval idez. 
Tendrán derecho a la pensión de inval idez,  los af i l iados que 
conforme a lo dispuesto en el ar t ícu lo anter ior  sean declarados 
invál idos y cumplan con alguno de los siguientes requisi tos:   
    
a)  Que el af i l iado se encuentre cot izando al régimen y hubiere 
cot izado por lo menos veint iséis (26) semanas,  al momento de 
producirse el estado de inval idez,  y   
    
b)  Que habiendo dejado de cot izar al s is tema, hubiere efectuado 
aportes durante por lo menos veint isé is (26) semanas del año 
inmediatamente anter ior  al  momento en que se produzca el estado 
de inval idez.   
    
Parágrafo.  Para efectos del cómputo de las semanas a que se 
ref iere el presente art ícu lo se tendrá en cuenta lo dispuesto en los 
parágrafos del ar t ículo 33 de la presente ley […]»   

   

  
Luego, el art ículo 1.º de la Ley 860 de 2003 modif icó dichos 

requisitos al ( i )  aumentar el número de semanas mínimas 
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de cotización exigidas a 50; ( i i)  el iminar el trato diferenciado entre 

af i l iados que se encontraran cotizando al sistema y los que no lo 

estuvieran al momento de la estructuración del estado de invalidez 

y ( i i i )  exigir f idel idad de cotización al sistema con aportes mínimos 

del «veinte por c iento (20%) del t iempo transcurrido entre el 

momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la 

primera cali f icación del estado de invalidez».   

  

No obstante, la Corte Constitucional,  en sentencia C -428 de 2009, 

declaró la inexequibi l idad del requis ito de f idel idad de cotización al 

sistema, con lo que el artículo 30 de la referida Ley 100 quedó  del 

siguiente tenor:   

  
«[…] ARTÍCULO 39. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN 
DE INVALIDEZ.  <Art ículo modif icado por  el ar t ícu lo  1  de la Ley 860 
de 2003. El nuevo texto es el s iguiente:> Tendrá derecho a la 
pensión de  inval idez  e l  af i l iado al s is tema que conforme a lo 
dispuesto en el ar t ículo anter ior  sea declarado  invál ido  y acredite 
las siguientes condiciones:   
  
 1. <Aparte tachado INEXEQUIBLE>  Inval idez  causada por 
enfermedad: Que haya cot izado cincuenta (50) semanas dentro de 
los ú lt imos t res (3)  años inmediatamente anter iores a la fecha de 
estructuración y su f idel idad de cot izac ión para con el s istema sea 
al menos del veinte por ciento (20%) del t iempo transcurr ido entre 
el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de 
la pr imera cal i f icación del estado de inval idez .   
  
 2. <Aparte tachado INEXEQUIBLE>  Inval idez  causada por 
accidente:  Que haya cot izado cincuenta (50) semanas de ntro de los 
últ imos t res (3)  años inmediatamente anter iores al hecho causante 
de la misma,  y su f idel idad (de cot izac ión para con el s istema sea 
al menos del veinte por ciento (20%) del t iempo transcurr ido entre 
el momento en que cumplió veinte (20) años d e edad y la fecha de 
la pr imera cal i f icación del estado de inval idez .   
  
 PARÁGRAFO 1o.  <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> 
Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar  
que han cot izado veint iséis (26) semanas en el úl t imo año 
inmediatamente anter ior  al  hecho causante de su  inval idez  o su 
declarator ia.   
  
 PARÁGRAFO 2o.  Cuando el af i l iado haya cot izado por lo menos el 
75% de las semanas mínimas requer idas para acceder a la pensión 
de vejez,  solo se requer irá que haya cot izado 25  semanas en los 
últ imos tres (3)  años […]»   

  
  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0860_2003.html#1
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De las normas citadas se desprende que  son tres los factores 

esenciales que permiten establecer si resulta procedente el 

reconocimiento de este derecho pensional en el Sistema General 

de Seguridad Social,  a saber: ( i) la disminución de la capacidad 

laboral,  que debe ser igual o mayor al 50%; (i i)  la  fecha de 

estructuración de la inval idez;  y por últ imo (i i i )  el número de 

semanas cotizadas para ese entonces.   

  
En ese orden, si con base en tales parámetros se establece que la 

persona es acreedora de la pensión de inval idez debe  acudirse al 

artículo 40 de la Ley 100 de 1993 en aras de def inir el monto 

mensual de la pensión de inval idez, así:    

  
«[…] a.  El 45% del  ingreso base de l iquidación,  más e l  1 .5% de 
dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas de cot ización que 
el af i l iado tuviese acreditadas con poster ior idad a las primeras 
quinientas (500) semanas de cot izac ión,  cuando la disminución en 
su capacidad laboral  sea igual o super ior al  50% e i nfer ior al  66%.   
  
b.  El 54% del ingreso base de l iquidación,  más el 2% de dicho 
ingreso por cada cincuenta (50) semanas de cot ización que el 
af i l iado tuviese acreditadas con poster ior idad a las pr imeras 
ochocientas (800) semanas de cot ización,  cuando la d isminución 
en su capacidad laboral es igual o super ior  al  66%.   
  
La pensión por   inval idez no podrá ser super ior  al  75% del ingreso 
base de l iquidación.   
  
En ningún caso la pensión de  inval idez podrá ser infer ior  al  salar io 
mínimo legal mensual.   
  
La pensión de  inval idez se reconocerá a sol ic i tud de parte 
interesada y comenzará a pagarse, en forma retroact iva,  desde la 
fecha en que se produzca tal estado  […]»   
  

 

4.3. Análisis sustancial  

 

La demandante se vinculó como docente del municipio de 

Valledupar mediante nombramiento provisional contenido en la 

Resolución 505 de 15 de marzo de 2004  proferido por el Alcalde  

de dicho ente terri torial ,  de acuerdo con la información que reposa 

en el Formato Único para la expedición del cert i f icado de historia 

laboral visible a fol ios 200, 201, 252 y 253 del expediente  y fue 
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desvinculada del servicio a part ir del 16 de jul io de 2013, mediante 

Resolución 001151 de 26 de abri l  de 2013 (f .  19) . 

 

Es claro que la docente fue vinculada al Municipio de Valledupar 

con posterioridad al 27 de junio de 2003, en razón a e l lo le resultaba 

aplicable la Ley 100 de 1993, por disposición expresa de la Ley 812 

de 2003.  

 

Ello teniendo en cuenta el Formato único para la expedición de 

cert i f icado de historia laboral  expedido por el FOMAG el 22 de mayo 

de 20014, visib le al fol io 200, que da cuenta de su vinculación al 

municipio de Valledupar mediante Resolución 505 de 15 de marzo 

de 2004 y el periodo de cotizaciones efect ivamente recibido por el 

Fondo. 

 

Además, aunque en la demanda se af irma que la señora Berdugo 

Narváez presta sus servicios al Municipio de Valledupar desde el  

29 de mayo de 1996, tal af irmación carece de sustento probatorio 

en el proceso pues no se arrimó prueba alguna que permita verif icar 

la existencia de una vinculación con dicho ente terri torial en fecha 

anterior.  

 

Llama la atención de la Sala que en el formulario único para la 

expedición de cert i f icado de historia laboral del 22 de mayo de 2014 

al legado al fol io 200 no se relacionan vinculaciones laborales con 

anterioridad a dicha fecha, por lo que no podrán tenerse por 

demostradas, pues dicho documento goza de pre sunción de 

autenticidad, la cual no fue desvirtuada por las partes.  

 

En adición a lo anterior ,  no pasa desapercibido por la Sala que al 

tenor del Decreto 3752 de 2003, norma que reglamentó el artículo 

81 de la Ley 812 de 2003, vigente para la época,  el reconocimiento 

y pago de prestaciones sociales que se causen a favor de los 

af i l iados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, se l imitará al período de cotizaciones que haya 
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efectivamente recibido el Fondo y al valor del pasivo actua rial que 

le haya sido efect ivamente cancelado.  

 

Si bien es cierto, la demandante al legó el fal lo judicia l de 20 de 

marzo de 2013 a fol ios 36 a 71 39,  en el que se condenó al 

departamento del Cesar a reconocer las prestaciones derivadas de 

algunos contratos de prestación de servicios, en el presente 

proceso la demandante tan solo demandó al Municipio de 

Valledupar y la única  vinculación acreditada en la actuación es el  

nombramiento en provisional idad a part ir del 15 de marzo de 2004, 

tal y como consta en la Historia Laboral expedida por el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio al legada a fol io 

200.  

 

Además, la demandante tampoco reclamó en sede administrat iva 

t iempos de servicios anteriores al 2004, el lo puede leerse  de las  

pretensiones y hechos de la demanda, y aunque ref iere que ha 

laborado en el municipio desde 1996, carece de prueba tal 

af irmación, en la medida que el Formato de Historial Laboral  

expedido por el FOMAG registra su vinculación al servic io docente 

solo desde  2004, mediante la Resolución 505 de 14 de marzo de 

esa anualidad.   

 

No obstante y solo en gracia de discusión, en caso de vinculaciones 

anteriores, no puede pasar por alto la Sala que la estructuración de 

la invalidez se produjo en vigencia de la Ley 100 de 1993.  

 

En efecto, e l 1 de abri l  de 2013, la demandante fue dictaminada con 

pérdida de capacidad laboral en un  95,45% y en 

consecuencia,  ret irada del servicio  mediante Resolución 001151 de 

26 de abri l  de 2013 (fol io 10) , emit ida por la Secretaría de 

                                                           
39 La  s en tenc ia  j ud i c i a l  que  da  c uen ta  de  7  ó rdenes  i n te r rum p idas   en t re  13  de agos to  de  1999  
a  nov iem bre  de  2002  de  90  y  17  d ías ,  y   3 ,  1 ,  3 ,  2  y  4  m es es ,  res pec t i vam en te ,  c on  e l  
Depar t am en to  de l  Ces ar .  
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Educación del municipio de Valledupar,  con efectos a part ir  

de  su expedición.   

  

En ese orden,  por medio de la Resolución 0452 de 2 de octubre de 

2013, la entidad demandada resolvió reconocer a la 

demandante pensión de invalidez con base en lo dispuesto en la 

Ley 100 de 1993.  

  

Al respecto, la demandante  af irma que la norma aplicable es el 

Decreto 1848 de 1968. 

 

En criterio de la  Sala, la demandante no t iene derecho a que se 

rel iquide la pensión de invalidez con la aplicación del  decreto 1848 

de 1968 por las siguientes  razones:  

 

  
El artículo 36 de la Ley 100 de 1993 establece lo siguiente:    
  

«La edad para acceder  a la pensión de vejez ,  el t iempo de 
servic io o el  número de semanas cotizadas, y el monto de  la 
pensión de vejez de las personas que al momento de entrar 
en vigencia el Sistema tengan 35 o más años de edad si son 
mujeres o 40 o más años de edad si son hombres, o 15 o más 
años de servicios cotizados, será la establecida en el  
régimen anterior al  cual se encuentren af i l iados. »   

 
 

Tal y como se desprende de su tenor l i teral,  la citada disposición 

sólo establece este benef icio para la  pensión de vejez ,  es por 

el lo,  que f rente a la pensión de invalidez, ha de aplicarse la norma 

vigente para la fecha de consolidación de la situación que origina 

la prestación.  

 

En este caso, la estructuración del estado de invalidez se produjo 

el 01 de abri l  de 2013 (f .  20) , aunque la demandante fue ret irada 

del servicio mediante Resolución 00115 de 26 de abri l  de 2013  por 

la Secretaría de Educación  de Valledupar, con base en el dictamen 



   
Rad ic ado :  2000 1233 9000 2 014003 12  01  (7 33 - 2016 )  

Dem andan te :  Las ten ia  Berdugo  Na rvá ez  
 
 
 
 

      
 

54 
 

Calle 12 No. 7-65 – Tel: (57-1) 350-6700 – Bogotá D.C. – Colombia  
www.consejodeestado.gov.co 

 
 

de invalidez, fecha para la cual se encontraba vigente la Ley 100 

de 1993, modif icada por la Ley 797 de 2003.    

 
En ese orden, no le  son aplicables a la demandante las 

disposiciones del Decreto 1848 de 1968, toda vez que su estado de 

invalidez se estructuró en vigencia de  la Ley 100 de 1993, y por 

ende, su situación pensional debe regirse por dichas disposiciones, 

al tenor de lo dispuesto por la Ley 812 de 2003 , dado que la 

demandante se vinculó al servicio docente el  15  de marzo de 2004 

mediante la Resolución 505 expedida por el Alcalde de 

Valledupar.   

  

Precisado lo anterior, es claro que  a la demandante le resultan 

aplicables los art ículos 38 a 45 de la Ley 100 de 1993,  de acuerdo 

con lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 81 de la Ley 812 de  

2003, pues se vinculó al servicio docente con posterioridad a la 

entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003,  y en ese orden,  se 

regía por el régimen general para efectos de la  pensión de 

invalidez,  previsto en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003,  tal y 

como se mencionó en el acápite normativo de la presente 

sentencia.   

 

Así las cosas,  analizada la Resolución 0452 de 2 de octubre de 

2013 se muestra evidente que la entidad accionada  l iquidó la 

pensión de inval idez dando aplicación a lo dispuesto en los 

artícu los 38 a 44 de la Ley 100 de 1993, modif icado por la Ley 860 

de 2003, al disponer el 54% del ingreso base de l iquidación por las 

primeras 800 semanas cotizadas, más el 2% de dicho ingreso por 

cada 50 semanas adicionales, lo que arrojó un monto del  54% del 

IBL, que ascendió a $500.732, siendo ajustada al salario mínimo 

legal vigente para el año 2013 .  

  

En total,  fueron cotizadas 438,0 semanas, incluyendo los t iempos al 

servic io del Municipio de Valledupar cert i f icados al fol io 200 del 

expediente.  



   
Rad ic ado :  2000 1233 9000 2 014003 12  01  (7 33 - 2016 )  

Dem andan te :  Las ten ia  Berdugo  Na rvá ez  
 
 
 
 

      
 

55 
 

Calle 12 No. 7-65 – Tel: (57-1) 350-6700 – Bogotá D.C. – Colombia  
www.consejodeestado.gov.co 

 
 

  

Así mismo, se tuvo en cuenta como ingreso base , la asignación 

básica durante todo el t iempo de servicios comprendido entre 2004 

a 2013, debidamente actualizados con base en el IPC, arrojando un 

IBL de $927.283 al cual se le aplicó el 54%, quedando establecida 

su pensión en cuantía de $589.500 a part ir del 17 de jul io de 2013, 

razón por la cual la pensión de invalidez reconocida se ajustó al 

ordenamiento jurídico superior, y en tal sentido no resulta 

procedente la petición de rel iquidación de la primera mesada 

pensional y en tal sentido, habrá de negarse  la pretensión tercera 

de la demanda.  

  

Por lo expuesto se concluye que la entidad accionada dio aplicación 

a las normas que regulan la situación juríd ica pensional de la 

demandante, motivo por el cual,  no resulta procedente la 

rel iquidación pensional sol icitada en la demanda, siendo lo 

procedente conf irmar el numeral segundo de la sentencia apelada 

en cuanto negó  esta pretensión, pero por las razones expuestas en 

la presente providencia.  

 

 

Conclusión 

 

En este orden de ideas,  consecuencia de las consideraciones 

expuestas, la Sala procederá a revocar el numeral primero de la 

sentencia que declaró probada de of icio la excepción de  inepta 

demanda respecto de la pretensión relaciona da con la reliquidación 

de la primera mesada pensional de conformidad con el Decreto 

1848 de 1969  y los menores valores reconocidos por concepto de 

auxi l io de transporte.  

 

Se conf irmará el numeral segundo que negó las pretensiones, pero 

por las consideraciones expuestas en este fal lo.  
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5. De la condena en costas en segunda instancia 40 

 

El concepto de las costas del proceso está relacionado con todos 

los gastos necesarios o út i les dentro de una actuación de esa 

naturaleza y comprende los denominados gastos de l proceso, que 

incluye los honorarios de abogado o agencias del derecho 41, los 

l lamados en el Código de Procedimiento Administrat ivo y de lo 

Contencioso Administrat ivo gastos ordinarios del proceso42 y otros 

como son los necesarios para traslado de test igos y para la práct ica 

de la prueba pericial,  los honorarios de auxil iares de la just icia 

como peritos y secuestres, transporte de expediente al superior en 

caso de apelación.  

 

No se condenará en costas  de segunda instancia a la parte 

demandante, al tenor del numeral 5 del artículo 365 del CGP,  toda 

vez que el recurso de apelación prosperó parcialmente.  

 

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administrat ivo, Sección Segunda, Subsección A, 

administrando just icia en nombre de la República y por autoridad 

de la Ley,  

 

FALLA 

 

PRIMERO: REVOCAR  el numeral primero  de la sentencia del 12 

de noviembre de 2015, proferida por el Tribunal Administrat ivo del  

Cesar en cuanto declaró probada de of icio la excepción de inepta 

demanda, respecto de la pretensión relacionada con la rel iquidación 

de la primera mesada pensional de conformidad con el Decreto 

1848 de 1969  y los menores valores reconocidos por concepto de 

                                                           
40 Sobre  e l  pa r t i c u la r :  Cons e jo  de  Es tado .  Sec c ión  Segunda .  Subs ec c ión  A .  Sen tenc ia  de  3  

de  m arzo  de  2016 .  Rad .  25000 -23 - 42 - 000- 2012 -01 460 -0 1  (1753 -20 14) .  Con s e je ro  ponen te  
doc to r  GABRIEL VALBUENA  HERNÁNDEZ.   En e l  m ism o s en t i do :  Cons e jo  de  Es tado .  Secc ión  
Segunda .  Subs ec c ión  A .  sen tenc ia  de  7  de  ab r i l  de  2 016 .  Rad .  1 3001 -23 -33 - 00 0 -201 3 -00 022 -
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auxi l io de transporte, con fundamento en las razones expuestas en 

la parte motiva. En su lugar se NIEGAN  dichas pretensiones pero 

por las razones expuestas en la presente sentencia.   

 

SEGUNDO: CONFIRMAR  el numeral segundo  de la sentencia del 

12 de noviembre de 2015, proferida por el Tribunal Administrat ivo 

del Cesar que negó las pretensiones de la demanda, pero por las 

razones expuestas en la parte motiva de la presente sentencia.   

 

TERCERO:  Sin condena en costas en esta instancia.   

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia devolver  el expediente al 

Tribunal de origen, previas  las anotaciones correspondientes en el 

programa «SAMAI». 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de 

la fecha. 
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